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Del recurso de reposición formulado por la parte demandada SOCIEDAD AGRICOLA 

TIERRA PROMETIDA LTDA contra los autos fechados 23 de abril y 27 de mayo de 

2021, se da traslado a la contraparte, por el término de tres (3) días, para que se 

pronuncie. Artículo 318 del C.G.P. 

 

De conformidad con el artículo 110 del C. General del Proceso, se fija en lista de  

TRASLADO No.   017   hoy 09 de junio de 2021 

 

 

El secretario, 

 

 

  ANDRÉS DAVID BOUZAS PÉREZ  

 

 

 

 
 



DOCTOR. 
CARLOS EDUARDO ARIAS CORREA 
JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 
E.S.D. 
 
REFERENCIA: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN. 
PROCESO: VERBAL DE NULIDAD ABSOLUTA 
RADICADO: 7600131030032017-00317-00 
DEMANDANTE: ELIZABETH MUÑOZ DUQUE 
DEMANDADO: SOCIEDAD AGRÍCOLA TIERRA PROMETIDA LTDA. Y OTROS. 
 
ALONSO LUCIO ESCOBAR, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
2.934.808 de Bogotá, Portador de la tarjeta profesional No. 37650 C.S.J. actuando 
en calidad de representante legal de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, 
identificada con NIT: 900143343-1, por medio del presente escrito me dirijo a su 
digno cargo y de la manera más respetuosa presento recurso de reposición y en 
subsidio apelación contra el auto de fecha 23 de abril de 2021, de los numerales 1, 
2 y 3, en consideración de lo siguiente: 
 

AUTO OBJETO DE RECURSOS 
 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO 
APELACIÓN CONTRA EL NUMERAL PRIMERO QUE NIEGA LA ADICIÓN A LA 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 
 
Sobre este punto el despacho señaló: 
 

“Frente a la adición de la contestación, hay que decir que no hay lugar a 
acceder a su petición, ya que la nulidad decretada por el Tribunal Superior 
solamente cobijó la sentencia, quedando entonces incólumes las 
precluidas etapas procesales anteriores. 
 
(…) 
 
Por lo anterior, el Juzgado Tercero Civil del Circuito,  
 

RESUELVE: 
 
 PRIMERO: NEGAR la adición a la contestación de la demanda por cuanto ese 
momento procesal se encuentra precluido.” 
 



De la manera más respetuosa en mi calidad de apoderado judicial y representante 
legal de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, no comparto la decisión y hago 
uso de los recursos de ley con observancia de las norma Constitucional  (Art. 230) 
y las normas procesales (Art. 13 CGP), igualdad de las partes (Art. 4 CGP), legalidad 
( Art. 7 CGP) y interpretación de las normas procesales (Art. 11 CGP), para solicitar 
la reposición y en subsidio apelación del numeral 1 que niega a la Sociedad Agrícola 
Tierra Prometida LTDA, la oportunidad de contestar la demanda con la última 
notificación efectuada a la Agencia de Defensa Jurídica del Estado como 
consecuencia de la nulidad decretada a la Sentencia de Primera Instancia. 
 
Es preciso señalar que la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. Presentó la 
nulidad procesal contra las actuaciones surtidas en el trámite de la primera instancia 
incluida la Sentencia  de Primera Instancia por la falta de vinculación  y notificación 
de la Agencia Nacional de Defensa Judicial quien por ministerio de la Ley podrá 
actuar como interviniente en los asuntos donde sea parte una entidad pública y 
“tendrá las mismas facultades atribuidas legalmente a la entidad o entidades 
públicas vinculadas al proceso como partes en el respectivo proceso” (Par. 1º 
numeral 2 del artículo 610 del CGP). 
 
La nulidad procesal interpuesta por la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. 
Se presenta por el error en la etapa procesal de la admisión de la demanda y durante 
el trámite del proceso y la Sentencia por la ausencia de vinculación y notificación 
personal del auto admisorio de la demanda del mandato imperativo de la ley que 
predica que en cualquier jurisdicción en donde sea demandada una entidad pública 
deberá notificarse también a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en 
los mismos términos y para los mismos efectos previstos en el artículo 612 CGP. 
En otras palabras, es  deber del Juzgado notificar el auto admisorio de la demanda. 
 
Que en el trámite de la primera instancia el Juzgado no realizó un debido control de 
legalidad agotada cada etapa del proceso para corregir o sanear los vicios que 
configuren nulidades, entre ellas la taxativamente establecida en el numeral 8 del 
artículo 133 del CGP, consistente en la falta de notificación del auto admisorio de la 
demanda a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, vicio procesal que 
puede alegarse en cualquiera de las instancias o con posterioridad a la sentencia, 
siendo esta una nulidad que solo beneficiará a quien la haya invocado ( Inciso 
5º del Art. 134 CGP), en ese sentido la nulidad fue alegada por la Sociedad 
Agrícola Tierra Prometida LTDA., quien por mandato de la ley es beneficiada 
con la nulidad por cuanto la integración de la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado al contradictorio inicia con la notificación del auto 
admisorio de la demanda como deber imperativo de la ley en virtud de lo 
dispuesto en los artículos 610 y 612 del CGP. 



 
En ese sentido, en mi calidad de apoderado judicial de la Sociedad Agrícola Tierra 
Prometida LTDA. Me permito trascribir el artículo 134 CGP, norma procesal de 
orden público como mandato del imperio de la ley: 

“ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Las nulidades podrán 
alegarse en cualquiera de las instancias antes de que se dicte 
sentencia o con posteridad a esta, si ocurrieren en ella. 

(…) 

La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, 
solo beneficiará a quien la haya invocado. Cuando exista 
litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se 
anulará y se integrará el contradictorio.” (Negrilla y subrayado fuera 
de texto) 

Por mandato de la ley procesal la nulidad por falta de notificación solo beneficiará a 
quién la haya invocado- en este caso. Está probado que la nulidad fue presentada 
por la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. Y en aplicación del mandato 
constitucional “los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de 
la Ley” (art. 230 CP y Artículo 7 del CGP). Es la interpretación de hermenéutica legal 
aplicando los preceptos constitucionales.  
 
Para la interpretación Constitucional y legal y para la correcta apreciación del inciso 
final del artículo 134 del CGP es obligatorio aplicar el  método  de interpretación 
gramatical o literal que regula el Código Civil, que dispone: 

“ARTICULO 27. <INTERPRETACION GRAMATICAL>. Cuando el 
sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto 
de consultar su espíritu. 

Pero bien se puede, para interpretar una expresión oscura de la ley, recurrir 
a su intención o espíritu, claramente manifestados en ella misma o en la 
historia fidedigna de su establecimiento. 

ARTICULO 28. <SIGNIFICADO DE LAS PALABRAS>. Las palabras de la 
ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de 
las mismas palabras; pero cuando el legislador las haya 
definido  expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas su 
significado legal.” 



Respecto al método gramatical la H. Corte Constitucional en Setencia C-054 de 
2016 destacó: “(…) en ciertas ocasiones las normas tienen un sentido único, que no 

requiere ser interpretado.” y más adelante la Corte concluye “ (...) el intérprete puede 

fácilmente llegar a la conclusión sobre la univocidad del precepto, pero en razón a 

que el escenario en que es aplicado no ofrece mayores retos sobre su 

comprensión.” 

 
Para la interpetación gramatical o literal del inciso final del artículo 134 del CGP,  la 
nulidad solo beneficiará a quien la haya invocado, interpretación sobre la univocidad 
del precepto y tiniendo en cuenta que la nulidad procesal fue presentada por la 
sociedad que represento y cuya consecuencia conllevó a la nulidad de la Sentencia 
y a la respectiva notificación personal de la demanda de la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado, en el cual se abre el estanco procesal y corren de 
común término los veinticinco (25) días para contestar la demanda conforme lo 
dispone la ley 1564 en el artículo 612 del C.G.P. 
 
Con fundamento en lo anterior, destaco la disposición legal aplicable al presente 
asunto: 

“ARTÍCULO 612. Modifíquese el Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, el 
cual quedará así: 

Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento 

de pago a entidades públicas, al Ministerio Público, a personas privadas 

que ejerzan funciones públicas y a particulares que deban estar inscritos 

en el registro mercantil. El auto admisorio de la demanda y el mandamiento 
de pago contra las entidades públicas y las personas privadas que ejerzan 
funciones propias del Estado se deben notificar personalmente a sus 
representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de 
recibir notificaciones, o directamente a las personas naturales, según el 
caso, y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197 de este código. 

(…) 

En este evento, las copias de la demanda y de sus anexos quedarán 
en la secretaría a disposición del notificado y el traslado o los 
términos que conceda el auto notificado, sólo comenzarán a correr al 
vencimiento del término común de veinticinco (25) días después de 
surtida la última notificación. Deberá remitirse de manera inmediata y a 
través del servicio postal autorizado, copia de la demanda, de sus anexos 



y del auto admisorio, sin perjuicio de las copias que deban quedar en el 
expediente a su disposición de conformidad con lo establecido en este 
inciso. 

En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde sea 
demandada una entidad pública, deberá notificarse también a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en los mismos términos y para 
los mismos efectos previstos en este artículo. En este evento se aplicará 
también lo dispuesto en el inciso anterior. 

La notificación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se 
hará en los términos establecidos y con la remisión de los documentos a 
que se refiere este artículo para la parte demandada.” 

Del inciso 5º del artículo 612 del CGP, se tiene que los términos de la notificación 
personal de admisión de la demanda solo comenzarán a correr al vencimiento del 
término común de veinticinco (25) días después de surtida la última notificación, de 
ahí que a partir del día 23 de noviembre de 2020, cuando el despacho notificó a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, cuentan los términos  comunes 
para contestar la demanda a la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. Quien 
por disposición del inciso final del artículo 134 CGP, fue beneficiada de la nulidad 
invocada de falta de notificación, de ahí que no opera el principio de preclusividad 
y la interpetacion exegetica del auto de nulidad procesal cuando el despacho 
notifica del auto admisorio de la demanda a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado y por mandato legal cuenta el término común de los vienticinco  
(25) dias a los demandados. 

Con fundamento en lo anterior, solicito al honorable Juez reponer para revocar  el 
auto que niega la contestación de la demanda de la Sociedad Agrícola Tierra 
Prometida Ltda. Dado que el término preclusivo no aplica al abrirse la etapa de 
notificación del auto admisorio de la demanda a la Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado como último notificado, por lo tanto solicito aplicación del 
principio legalidad art. 7, inciso final del artículo 134 y el artículo 612 del CGP, para 
el caso concreto. 

Si la decisión del Despacho es confirmar el auto que niega la contestación o adición 
a la misma, solicito respetuosamente se conceda el recurso de apelación por la 
negativa o rechazo de la contestación conforme lo dispone el numeral 1 del artículo 
321 del CGP. 



Que el no tener en cuenta la contestación de mi representada en la nueva 
oportunidad procesal de la última notificación del auto admisorio de la demanda, se 
pierde la oportunidad de la defensa técnica de las excepciones propuestas: 
 
INOPONIBILIDAD DE TERCERO COMPRADOR DE BUENA FE.- como doctrina 
probable y obligatoria contenidas en la sentencia del 7 de septiembre de 2020 y las 
CSJ SC9184-2017 y CSJ SC3201-2018, para la solución material y real de este 
caso concreto,  
 

“Es decir que la inoponibilidad es una garantía que tienen los terceros 
adquirentes de buena fe para que un negocio del que no hicieron parte no 
los afecte cuando no se cumplió el requisito de publicidad; de suerte que ni 
su celebración ni su eventual nulidad pueden perjudicarlos, por lo que la 
declaración judicial que se haga respecto de la validez de aquel acto no 
tiene la aptitud de afectar su propio derecho legítimamente conseguido. La 
inoponibilidad valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en 
aquellos negocios que se presentan objetivamente como válidamente 
celebrados.” 

 
DE LA PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. 
 
Que la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda. No intervino en el acto de 
compraventa No. 355 del 3 de marzo de 2010 y los efectos de nulidad de aquel acto 
jurídico que denuncia la señora Muñoz Duque no pueden afectar la titularidad del 
bien de mi representada al ser un comprador de Buena Fe, teniendo como garantía 
la inoponibilidad como tercero de buena fe como precedente jurisprudencial 
aplicable al presente caso. 
 
Que al momento de la presentación de la demanda por parte de la señora Muñoz 
Duque, después de 7 años a compradores de buena fe y con justo título, su derecho 
prescribió y esto genera una depuración de cualquier vicio o irregularidad del 
negocio jurídico de un bien adquirido con justo título y de buena fe por la Sociedad 
Agrícola Tierra Prometida LTDA. Desde 13 de marzo de 2014 Que no debe ser 
perjudicada por hechos inexistentes de despojos de tierras y de las falsas denuncias 
de irregularidades del negocio jurídico de compraventa  del 03 de marzo de 2010 
que se desarrolló con todos los requisitos de ley. 
 
Que para efectos de establecer la prescripción del presente caso, se tiene  que la 
prescripción operó a partir del  4 de marzo del año 2015, conforme lo disponen los 
artículos 2528  y 2529  del Código Civil, y la propiedad del bien inmueble con la 
posesión regular se adquiere por un tiempo de 5 años, en concordancia con el 



artículo 764 ejúsdem,“ procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe, 
aunque ésta no subsista después de adquirida la posesión”. 
 
En ese orden de ideas,  la compraventa del inmueble a que la señora Muñoz Duque 
hace referencia se realizó el día 03 de marzo de 2010, y  teniendo en cuenta que la 
demanda de nulidad del mencionado negocio jurídico fue presentada el día  01 de 
diciembre de 2017, es decir que la demanda se interpone cuando han transcurrido 
más de 7 años y diez (10) meses. En otras palabras, el derecho de acción prescribió 
con más de dos (2) años y diez (10) meses de posterioridad según el momento que 
presento la demanda. Por lo expuesto, solicito de la manera más respetuosa al 
señor Juez que declare probada la excepción de prescripción y se nieguen las 
pretensiones de la demanda ante la calidad de comprador de buena fe de la 
Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, y que tiene un justo título de la 
propiedad, siendo procedente solicitar que se declare probada la excepción de 
prescripción de la acción de nulidad absoluta y se denieguen las pretensiones de la 
demanda. 
 
DE LA FALTA DE MEDIOS PROBATORIOS PARA LA DECLARACIÓN DE LA 
NULIDAD ABSOLUTA DE LA COMPRAVENTA NO. 355 DEL 03 DE MARZO DE 
2010 
 
Que una vez identificados los elementos materiales probatorios y la evidencia física 
que obran en el proceso, entonces carecen de la  potencialidad de ser prueba ante 
la falta de presentación ante el juez de conocimiento, la admisibilidad, la 
contradicción y del principio de inmediación, y al admitirlas como pruebas en el 
proceso civil se incurriría en un error judicial. 
 
Que siguiendo con el aspecto probatorio, la parte demandante señaló en la 
audiencia de la sentencia nulitada aspectos contradictorios de normas vigentes en 
materia de los términos de la vigencia de la antigua cédula de ciudadanía, esto con 
el fin de hacer incurrir en error al juez al señalar que al momento de la celebración 
del negocio jurídico de la escritura pública No 355 del 03 de marzo de 2010 no 
estaba vigente la cédula antigua. Sin embargo, esto es contrario a la realidad puesto 
que el Decreto Nacional No. 4969 del 23 de diciembre de 2009 estableció que la 
cédula de ciudadanía blanca laminada y café plastificada mantendrá para todos los 
efectos su vigencia hasta el 30 de julio de 2010. Por lo expuesto anteriormente, 
queda en evidencia el argumento falaz del apoderado de la parte demandante y es 
claro que al momento de celebrarse el negocio jurídico sí estaban vigentes este tipo 
de cédulas. Este es otro punto que podría merecer la denuncia de su parte al 
abogado que intento, de manera desleal, hacer incurrir en error al Juez. Por lo 
expuesto, los hechos que fundan la demanda carecen de los medios probatorios 



para el efecto jurídico de la nulidad absoluta que persigue, razón suficiente para 
solicitar de la manera respetuosa al juez declare probada la excepción propuesta. 
 
DE LA FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA PARA ESTABLECER EN 
LA JURISDICCIÓN CIVIL LOS HECHOS DE DESPOJO DE TIERRAS. 
 
Que la señora Elizabeth Muñoz Duque señala en los hechos 12 y 15 de la demanda 
ser víctima del despojo del inmueble de su propiedad en los cuales menciona como 
autores a las FARC, no obstante, la jurisdicción civil no tiene competencia para 
conocer de estos hechos relacionados pues para ello el legislador creo una 
jurisdicción especial enmarcada en la justicia transicional, en medio de la cual 
existen unos procedimientos excepcionales para garantizar la protección y 
restablecimiento de los derechos de las víctimas del conflicto armado conforme lo 
establece la ley 1448 de 2011.  
 
Que las autoridades competentes para establecer los hechos del desplazamiento 
en el conflicto armado están claramente establecidas por la Ley y sus competencias  
le corresponde clara y absolutamente a la Unidad de Restitución de Tierras  en  su 
etapa administrativa y  la segunda etapa corresponde a la judicial que esta a cargo 
del Juez de Restitución de tierras. 
 
En este orden de ideas, se tiene que la Jurisdicción Civil no tiene competencia para 
resolver hechos que tienen un supuesto origen en hechos de despojo de tierras 
forzosamente, esto en aplicación de la ley 1448 de 2011 y el artículo 230 de la 
Constitución Política, razón por la cual comedidamente solicito al juez declare 
probada la falta de jurisdicción y competencia para conocer de supuestos hechos 
de despojo de tierras. 
 
Al negar, entonces, la contestación de la demanda en la nueva oportunidad procesal 
impediría al despacho conocer la verdad material y procesal como acto del deber 
ser de la administración de justicia, razón por la cual, solicito respetuosamente 
estudiar la contestación realizada por la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. 
 
RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN CONTRAL EL 
NUMERAL SEGUNDO QUE NIEGA LA SOLICITUD DE NULIDAD PROPUESTA 
POR LA SOCIEDAD AGRÍCOLA TIERRA PROMETIDA LTDA. 
 
Sobre este punto el despacho señaló: 
 

(…) 
 



“La vinculación de la Notaría Cuarta de Palmira tampoco tiene lugar, si en 
cuenta se tiene que no es obligatoria su comparecencia, ello en 
consideración a que debido a la relación jurídico material de este proceso, 
no se beneficia ni se afecta con la decisión que se adopte en la sentencia 
(art. 61 CGP).” 
 
(…) 
 
Por lo anterior, el Juzgado Tercero Civil del Circuito,  
 

RESUELVE: 
 
 (…) 
 
SEGUNDO: NEGAR la vinculación de la Notaría Cuarta de Palmira como 
litisconsorte necesario.” 

 
La nulidad procesal propuesta por la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. 
Consiste en la falta de notificación de la demanda a la Notaría Cuarta (4ª) del Circulo 
de Palmira Valle, pues el objeto de la demanda es la nulidad de una escritura pública 
inscrita en el protocolo de la mencionada Notaría por una supuesta falsedad 
ideologica, hecho que puede originar responsabilidad notarial del documento 
público y de la fe del otorgamiento y del funcionario que lo autoriza. 
 
Que la Escritura No. 355 del 03 de marzo de 2010 de la Notaría 4ª del Circulo de 
Palmira tiene la característica de ser indivisible y con alcance probatorio que “no 
puede naturalmente concebirse que el contrato de compraventa se pacte por 
partes; vendedor y comprador deben estar de acuerdo en los elementos esenciales, 
precio y objeto y dar cumplimiento a la forma solemne, sin que pueda concebirse 
que sea jurídicamente divisible en partes reales, intelectuales o de cuota.” 
Documento que también comprende lo meramente enunciativo de la relación 
directa con lo dispositivo del contrato (artículo 250 del CGP). 
 
La escritura pública es un documento público revestido de alcance probatorio (art. 
257 CGP) que hace fe de su otorgamiento de la fecha y las declaraciones que en 
ellos haga el funcionario y los interesados en la escritura pública con alcance 
probatorio, artículo 250 CGP. 
 
Que al estar inmersa la actuación de un notario público donde se cuestiona una 
supuesta falsificación ideológica y donde la ley le impone al notario dentro de sus 
obligaciones, dar testimonio de la autenticidad delas firmas de los particulares y en 



caso de advertir una irregularidad tiene facultad para no celebrar el acto jurídico. 
En ese sentido, la notaría hace parte de la relación jurídico procesal al intervenir en 
la autorización y celebración de la compraventa objeto de nulidad, siendo aplicable 
la causal de nulidad del numeral 8 del artículo 133 y del artículo 61 del CGP.  
 
En este orden de ideas, la decisión tomada en este proceso sí afecta a la Notaría 
Cuarta (4ª) del Circulo de Palmira puesto que, si la decisión es la nulidad del acto 
en el que intervino la notaría, esto da origen a la Responsabilidad Civil 
Extracontractual del Estado, por falla en el servicio notarial en el acto de su 
obligación de la fe pública que generó un daño cierto y real a la Sociedad Agrícola 
Tierra Prometida. De ahí que la nulidad procesal es pertinente puesto que de lo 
contrario se podrían ocasionar un error judicial y un defectuoso funcionamiento de 
la administración de justicia. 
 
Por otra parte, el trámite de la nulidad procesal interpuesto en defensa de mi 
representada no surtió el trámite establecido en la ley, originándose una violación 
al debido proceso en consideración a lo siguiente:  
 
El Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) dispone en el artículo 134 la 
oportunidad y trámite de las nulidades que podrán alegarse en cualquiera de las 
instancias antes de que se dicte sentencia, no obstante, “el Juez resolverá la 
solicitud de nulidad previo traslado, decreto y practica de las pruebas que 
fueren necesarias” (Inc. 4º Art. 134 ídem). 
 
En el auto de fecha 23 de abril de 2021 el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Cali 
decide en el numeral SEGUNDO: NEGAR la vinculación de la Notaría Cuarta de 
Palmira como litisconsorte necesario, decisión que no surtió el traslado de la nulidad 
interpuesta conforme lo dispone el inciso 4º del Art. 134 ídem. En otras palabras, la 
decisión pretermite el trámite de las nulidades y de la observancia de la plenitud de 
las formas propias de cada juicio. 
 
Al advertir que la nulidad presentada al despacho no surtió el trámite legal de previo 
traslado, presento recurso de reposición  y en subsidio apelación con el fin de 
sanear la irregularidad y se proceda a conceder el traslado a las partes previo a 
resolver la nulidad conforme lo dispone el inciso 4º del artículo 134 CGP, Ley 1564 
de 2012. 
 
Que en caso de negar la reposición de la irregularidad procesal del previo traslado, 
me permito solicitar se conceda el  recurso de apelación conforme lo establece el 
numeral 2 y 6 del artículo 321 del CGP. 
 



 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN 
CONTRA EL NUMERAL 3 DE LA PROVIDENCIA DEL 23 DE ABRIL DE 2021. 
 
Sobre este punto el despacho señaló: 
 

(…) 
 

De otro lado, la Unidad de Restitución de Tierras comunicó que mediante 
Resolución RV 01237 del 1 de septiembre de 2020 resolvió aceptar el 
desistimiento de la solicitud de inscripción en el registro de Tierras 
Despojada y Abandonadas presentada por la señora Elizabeth Muñoz 
Duque5 , lo que será tenido en cuenta en este proceso al momento de 
definir el litigio. 

 
Por lo anterior, el Juzgado Tercero Civil del Circuito,  
 

RESUELVE: 
 
(…) 
 
TERCERO: AGREGAR para que obre y conste la comunicación remitida 
por la UNIDAD DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS. 

 
Respecto a la prueba documental allegada por la Unidad de Restitución de Tierras, 
el desapcho señala en la parte considerativa que será tenida en cuenta en este 
proceso al momento de definir el litigio, etapa procesal de la audiencia establecida 
en los artículos 372 y 373 del CGP, hecho que anticipa el Despacho y prejuzga en 
la fijación de litigio con una prueba documental allegada de forma irregular al 
proceso al no ser decretada por el Despacho de oficio conforme a las reglas del 
artículo 170 del CGP.  
 
Por lo anterior es importante dejar claro que, si bien el Tribunal Superior de Cali 
decretó la prueba de oficio, la misma fue allegada por la Unidad de Restitución de 
Tierras en otro escenario donde se prueba que al momento de proferir la Sentencia 
de Primera Instancia, en la Unidad de Restitución de Tierras cursaba el trámite de 
la señora Muñoz Duque a causa de la conciliación aprobada por la Procuraduria 
Judicial y el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, hecho contrario a lo 
manifestado en el interrogatorio por parte del abogado de la parte accionante y la 
señora Elizabeth Muñoz Duque en la audiencia del 25 de septiembre de 2019.  
Insitimos en el hceho de que el abogado de la parte demandante le mintió a la 



justicia y al Juez director del proceso al señalar que dicho trámite había concluido y 
que el despacho consideró como cierto, sin tener el debido cuidado en verificar la 
prueba conducente, lo que afectó de manera grave Sentencia de Primera Instancia, 
razón por la cual se suplica al despacho que brinde todas las garantías procesales 
a las partes y no insista en seguir cayendo en un error judicial que ha estas alturas 
resulta evidente en el proceso. 
 
De tal manera que al no existir un auto de la prueba de oficio allegada por la Unidad 
de Restitución de Tierras resulta siendo una prueba ilegal que se aporta al proceso 
en contravía de los requisitos legales establecidos para solicitarse, practicarse e 
incorporarse al proceso según el artículo 173 del CGP. En ese entendido, la 
aportación y validez del documento que prejuzga el despacho a futuro será tenido 
en cuenta en la fijación del litigio sin la previa convocatoria de la etapa de la 
audiencia inicial conforme lo establecen los artículos 372  y 373 del CGP, etapa 
preclusiva que no puede ser definida antes de la audiencia, hecho que origina una 
nueva violación al debido proceso de la etapa de iniciación y concurrencia de las 
audiencias y diligencias (numeral 1 del artículo 107 CGP). 
 
Es de aclarar, entoces, que el Despacho al prejuzgar con una prueba documental 
ilegal que tendría en cuenta al momento de fijar el litigio, se convierte en una clara 
violación de todas las garantías procesales de los demandados y que afecta a mi 
representada la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA.  La cual ha desarrollado 
todas las actuaciones procesales con impecable lealtad, buena fe, rectitud, 
honestidad, probidad y responsabilidad. 
  
Por el contrario, en el proceso está probado que la parte actora ha ejercido tres 
acciones en diferentes jurisdicciones con el mismo  objeto, causa y partes, en un 
abuso del derecho que la demandante ha utilizado a su antojo. Primero, haciendo 
pasar como víctima del despojo de tierras sin serlo y ahora renuncia manifestando, 
de forma anticipada, que en la jurisdicción civil tendrá el derecho y mostrandose  
estar segura de un resultado a su favor a pesar de estar comprobado su ejercicio 
malicioso con el proposito de hacerse a un bien cuya legitimidad propiedad es de la 
Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA. 
 
En virtud de lo anterior, señor Juez solicito la aplicación del derecho a la igualdad de 

las partes y brinde todas las garantias procesales a la Sociedad Agrícola Tierra 

Prometida LTDA, quienes afectada de preclusividad en las actuaciones, pero observa 

como en el proceso se abren etapas y oportunidades probatorias para incorporar 

pruebas no decretadas en el proceso y allegadas de forma ilegal, en ese sentido, 

solicito al señor juez reponer para revocar el númeral 3 de la providencia de fecha 



23 de abril de 2021 y realice el debido saneamiento del proceso con el fin de evitar 

la violación al derecho de contradicción y de defensa. 

 
PETICIONES 

1. Solicito respetuosamente al Honorable Juez reponer para revocar el númeral 1 
del auto de fecha 23 de abril de 2021, que niega la contestación de la demanda de 
la Sociedad Agrícola Tierra Proemtida LTDA. Y en su lugar pido al despacho que 
admita la contestación. En el caso que el despacho confirme la decisión del numeral 
1 objeto de recurso de repsoción, subsidiariamente pido se conceda el recurso de 
apelación en aplicación al lo establecido en el numeral 1 del artículo 321 del CGP. 

2. Solicito al señor Juez que reponer para revocar el numeral 2 de la providencia, 
al advertirse que el despacho no dio el trámite procesal de la nulidad del traslado 
previo a las partes antes de resovler, en ese sentido, solicito al despacho sanear la 
irregularidad y en caso de no acceder a la petición solicito se conceda la apelación 
conforme lo establece el numeral 2 y 6 del artículo 321 del CGP. 

3. Solicito al señor juez reponer para revocar el númeral 3 de la providencia de fecha 

23 de abril de 2021, de la prueba documental ilegal presentada en contrav-ia de los 

requisitos legales para su aportación y sin previamente existir un auto de decreto de 

prueba de oficio. 

 
ANEXOS 

Copia de la contestación de la demanda y el escrito de la nulidad procesal. 

NOTIFICACIONES 

 

Las notificaciones las recibiré en la Calle 92 No. 10-40 oficina 202 de Bogotá D.C., 

correo electrónico: carlosalonsolucio@yahoo.es 

 

 

 
 



 

 

DOCTOR. 
CARLOS EDUARDO ARIAS CORREA 
JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 
E.S.D. 
 
ASUNTO: ADICIÓN A LA CONTESTACIÓN DE DEMANDA INCISO 5º DEL ARTÍCULO 
612 CGP- INCISO FINAL DEL ARTÍCULO 134 CGP. 
PROCESO: VERBAL DE NULIDAD ABSOLUTA 
RADICADO: 7600131030032017-00317-00 
DEMANDANTE: ELIZABETH MUÑOZ DUQUE 
DEMANDADO: SOCIEDAD AGRÍCOLA TIERRA PROMETIDA LTDA. Y OTROS. 
 
ALONSO LUCIO ESCOBAR, identificado con la cédula de ciudadanía No. 2.934.808 de 
Bogotá, portador de la tarjeta profesional No. 37650 C.S.J. actuando en calidad de 
representante legal de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, identificada con NIT: 
900143343-1, por medio del presente escrito me dirijo a su digno cargo para adicionar la 
contestación de la demanda en virtud de la nulidad declarada por el Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Cali que ordenó vincular a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, en consideración de lo siguiente: 
 

CONSIDERACIONES PREVIAS. 
 
Que el suscrito, en calidad de representante legal de la Sociedad Agrícola Tierra 
Prometida LTDA, presentó nulidad procesal en contra de las actuaciones surtidas en el 
trámite de primera instancia en el proceso de Nulidad Absoluta radicado No. 
7600131030032017-00317-00, adelantado por la señora Elizabeth Muñoz Duque- en 
contra del señor Héctor Mario Giraldo Grisales y otros, ante la falta de vinculación de la 
Agencia Nacional de Defensa Judicial. 
 
Que el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, mediante providencia de fecha 23 
de septiembre de 2020, declaro “la nulidad de la Sentencia proferida el 25 de septiembre 
de 2019 (art. 134 inciso final del C.G.P.) en orden a que previo a su pronunciamiento, se 
cite a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Las pruebas practicadas 
conservaran validez conforme a las normas correspondientes, respecto de quienes han 
intervenido como partes (art. 138 C.G.P.) 
 
Que el inciso final del artículo 134 del C.G.P., establece lo siguiente: 
 



 

 

“ARTÍCULO 134. OPORTUNIDAD Y TRÁMITE. Las nulidades podrán alegarse 
en cualquiera de las instancias antes de que se dicte sentencia o con posteridad 
a esta, si ocurrieren en ella. 
(…) 
La nulidad por indebida representación, notificación o emplazamiento, solo 
beneficiará a quien la haya invocado. Cuando exista litisconsorcio necesario 
y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.” 
 

Que como por disposición legal la nulidad por falta de notificación solo beneficiará a quien 
la haya invocado, en este caso se tiene que la nulidad fue presentada por la Sociedad 
Agrícola Tierra Prometida LTDA, disposición con base en la cual le presentamos a su 
despacho la presente adición a la contestación en los términos del traslado de la última 
notificación a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
AL HECHO PRIMERO: Es cierto que aparece que la señora Elizabeth Muñoz Duque, 
mediante escritura pública No. 11129 del 22 de Diciembre de 1992, de la Notaria 10 del 
Circulo de Cali, adquirió el inmueble identificado con número de matrícula inmobiliaria 
No. 370-282550, compraventa registrada en la anotación No. 6 del Certificado de 
Tradición, valor del negocio jurídico $13.500.000. 

AL HECHO SEGUNDO: Es cierto que la señora Muñoz Duque, con sus propios recursos 
realizó las mejoras registradas conforme  la anotación No. 7 del certificado de tradición. 

AL HECHO TERCERO: Es cierto que aparece que la señora Muñoz Duque realizó un 
contrato de hipoteca abierta con la señora Gloria Silva de Millán, elevado a escritura 
pública  No. 3108 de 05 de mayo de 1995, registrada en el certificado de tradición en la 
anotación No. 008  por valor de $400.000.000. 
 
Que la señora Gloría Silva de Millán, inició acción ejecutiva hipotecaria en contra de la 
señora Muñoz Duque, proceso que cursó en el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Cali, 
bajo radicado 76001310301019980086900 y mediante providencia del 17 de septiembre 
de 2004, la señora Muñoz Duque fue emplazada y representada por curador y este 
proceso termina el día 15 de abril de 2010 a favor de la señora Muñoz Duque y mediante 
oficio 1086-1998 de fecha 23 de abril de 2010 se levanta el embargo de hipotecario 
(anotación No. 12 del certificado de tradición). 
 
Que el día 3 de marzo de 2010, mediante escritura pública No. 355 de la Notaria 4 del 
Circulo de Palmira la señora Elizabeth Muñoz Duque le vende la propiedad al señor 
Héctor Mario Giraldo Grisales, compraventa registrada en la oficina de instrumentos 



 

 

públicos el día 9 de junio de 2010, conforme a la anotación No. 14 del Certificado de 
Tradición, valor del negocio $362.000.000, inmueble que para esa fecha tenía un registro 
de hipoteca sin levantar a nombre de la señora Gloria Silvia de Millán, anotación 8 del 
certificado de tradición. 
 
Que para el día 3 de abril de 2014, la señora Elizabeth Muñoz Duque y la señora Gloria 
Silva de Millán mediante escritura pública No. 449 de fecha 2 de abril de 2014, realizaron 
“por acuerdo y voluntad de las partes” -la negrilla y el subrayado es del alegato- la 
cancelación de la hipoteca registrada en la escritura pública No. 3108 del 05 de mayo de 
1995, valor del acto $400.000.0000, conforme la anotación No. 18 del Certificado de 
Tradición. 
 
En otras palabras, aquí es preciso destacar que la demandante, cuatro años después -
léase bien, cuatro años después- sanea el inmueble dejándoselo libre de este gravamen 
al nuevo propietario del bien inmueble, después de los supuestos hechos de despojo que 
ella con inusitada posterioridad alegó. 
 
Lo expuesto anteriormente demuestra, a todas luces, la inexistencia de los hechos 
narrados en la demanda  de despojo de tierras que dice haber padecido la señora Muñoz 
Duque desde el año de 1998 y del presunto fraude en la compraventa del bien inmueble 
para el día 3 de marzo de 2010. 
 
Hay preguntas elementales sobre la narrativa de los hechos que convierten en un 
imposible fáctico el dicho de la demandante y prueban el carácter mendaz de las 
afirmaciones de su demanda: 
 

- ¿Cómo así que la señora Muñoz Duque pudo haberse visto sometida a insuperable 
coacción por parte de supuestos grupos armados entre 1998 y 2014? 

- ¿Cómo así que la demandante no pudo acudir, a lo largo de dieciséis años a alguna 
institución competente para pedir su protección y la defensa de sus derechos? 

- ¿Acaso la propiedad que reclama la demandante queda ubicada en alguna zona a la 
que alguna vez en los últimos cien años no haya tenido acceso la fuerza pública? Es 
de destacar que la propiedad queda ubicada a 100 metros de la estación de policía 
de la vereda Potrerito, a escasos diez minutos de la alcaldía municipal de Jamundí, 
por carretera pavimentada, a 25 minutos en carro de las principales universidades de 
Cali. 

- ¿Por qué la señora Muñoz Duque aparece en el año 2014 a favorecer al supuesto 
despojador y falsificador con el saneamiento del bien inmueble y cancelando la 
hipoteca el día 02 de abril de 2014? 



 

 

- ¿Por qué en el año 2014, en lugar de haber adelantado el trámite VOLUNTARIO en 
mención, no acudió a la justicia para denunciar el supuesto despojo? 

- ¿Por qué no acudió a la vía de Restitución de Tierras cuando ya dicha ley se 
encontraba vigente? 

 
Por una sola razón: porque el supuesto despojo que ella expone nunca existió y porque 
fue con posterioridad que su codicia la llevó a intentar abusar de la ley intentando, antes, 
chantajear a la familia propietaria de Sociedad Agrícola Tierra Prometida, razón por la 
cual mi hijo, el doctor Carlos Alonso Lucio puso estos hechos en conocimiento de la 
Fiscalía General de la Nación, tal como consta en los anexos. Aquí es importante 
aclararle al Señor Juez que la denuncia ante la Fiscalía fue entablada con fecha anterior 
a que la señora Muñoz Duque haya interpuesto su demanda ante Restitución de Tierras. 
Esto para aclararles que ella decide activar el aparato judicial cuando recibe la negativa 
absoluta de entregarle el dinero que nos exigía a cambio de no demandar. 
 
Los hechos de la demanda son, entonces, inviables. Es totalmente falso el despojo de 
tierras y el fraude de la compraventa del 03 de marzo de 2010. Lo que queda en evidencia 
es el fraude procesal de la demandante, pues se toma la tarea de sanear un inmueble 
de una hipoteca sin discutir en ese momento los supuestos hechos de despojo de tierras 
de más de 15 años y menos el fraude de la compraventa en el cual era titular el señor 
Héctor Mario Giraldo Grisales desde el día 03 de marzo de 2010. 
 
Al HECHO CUARTO: Es cierto que aparece en el certificado de tradición la anotación 
No. 13 en la cual obra la compraventa elevada a escritura pública No. 355 del 03 de 
marzo de 2010 de la Notaria 4 del Circulo de Palmira y no es una supuesta compraventa 
como lo señala el apoderado de la demandante, por el contrario es un documento público 
que se presume auténtico conforme el inciso 2º artículo 244 CGP, y la demandante jamás 
probó los supuestos hechos de falsificación de documento público y de falsedad 
ideológica de la escritura, pues los hechos de la demanda caen por su propio peso al 
cancelar la hipoteca en el año 2014, saneando el inmueble de la venta que efectuó en el 
año 2010. 
 
Que el documento público contenido en la escritura No. 355 del 03 de marzo de 2010 de 
la Notaria 4ª del Circulo de Palmira, tiene la característica de ser indivisible y con alcance 
probatorio, dado que tiene por objeto una prestación que no se puede dividir “no puede 
naturalmente concebirse que el contrato de compraventa se pacte por partes; vendedor 
y comprador deben estar de acuerdo en los elementos esenciales, precio y objeto y dar 
cumplimiento a la forma solemne, sin que pueda concebirse que sea jurídicamente 
divisible en partes reales, intelectuales o de cuota.” Documento que también comprende 



 

 

lo meramente enunciativo que tiene una relación directa con lo dispositivo del contrato 
(artículo 250 del CGP).  
 
Que la Escritura Pública No. 355 del 03 de marzo de 2010 es un documento público 
revestido de alcance probatorio (art. 257 CGP) que hace fe de su otorgamiento de la 
fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que para este caso es el 
Notario Público que autoriza y las declaraciones que hagan los interesados en escritura 
pública tendrán entre estos y sus causahabientes el alcance probatorio señalado en el 
artículo 250 CGP. 
 
La importancia del autor del documento público en los casos de los Notarios implica  el 
ejercicio de la fe pública o notarial que otorga plena autenticidad, pues de lo contrario no 
existiría la fe pública como un rol que genera confianza legitima en la sociedad y que, 
adicional, la ley lo faculta a no autorizar un acto jurídico cuando llegue a la conclusión de 
que el acto contiene vicios de nulidad. Por esto es que la doctrina considera que “el 
documento merece la fe que goce su autor; una de las fuentes principales, por no decir 
la primera, de la autoridad del documento, es la autoridad de quien lo forma” esto se 
refuerza con el ámbito de competencia o rol funcional de la Notaria que no fue 
cuestionado en la demanda. 
 
AL HECHO QUINTO: Es cierto que aparece en la escritura No. 355 del 03 de marzo de 
2010, de la Notaría 4 de Círculo de Palmira y en la anotación No. 14 obra el registro de 
una hipoteca abierta a nombre del señor Javier Barreto Martínez, sin valor de cuantía. 
 
AL HECHO SEXTO y SÉPTIMO: Es cierto que aparece en la anotación No. 15 del 
Certificado de Tradición que obra una dación en pago por valor de $ 120.000.000 a favor 
del señor Javier Barreto Martínez, acto realizado en la Notaría Veintidós del Círculo de 
Cali, acto realizado mediante escritura pública No. 855 del 17 de julio de 2013 y en la 
anotación No. 16 de fecha 5 de septiembre de 2013, registra como titular del derecho de 
dominio el señor Javier Barreto Martínez. 
 
AL HECHO OCTAVO: Es cierto que aparece en la anotación No. 17 del Certificado de 
Tradición con fecha de registro del 10 de septiembre de 2013, registra la escritura No. 
1056 del 23 de agosto de 2013 de la Notaría Veintidós de Cali, actuando en calidad de 
comprador el señor Diego Sacconi Tello, valor del acto $ 810.000.000. 
 
AL HECHO NOVENO: Es cierto que aparece en la anotación No. 21 del Certificado de 
Tradición de fecha 19 de julio de 2016, que obra el registro de la escritura No. 0237 del 
13 de marzo de 2014, a nombre de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, y se 
registra una hipoteca a favor del Banco Agrario de Colombia, entidad con la que es 



 

 

importante destacar que su equipo jurídico de expertos realizó el estudio de la tradición 
del inmueble sin encontrar vicio alguno que invalidara el negocio jurídico. 
 
Es importante resaltar que la Sociedad que represento en nada intervino en el acto de 
compraventa No. 355 del 3 de marzo de 2010, y los efectos de nulidad de aquel acto 
jurídico que demanda la señora Muñoz Duque no pueden afectar la titularidad del bien al 
ser la Sociedad un comprador de Buena Fe, teniendo como garantía la inoponibilidad 
como tercero de buena fe que posteriormente celebró un acto amparado en la apariencia 
de buen derecho. 
 
Que para soportar mi defensa procederé a citar los precedentes jurisprudenciales de la 
Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, acerca de la inoponibilidad de las 
decisiones de invalidez frente a los terceros de  buena fe: 
 

»‘ d) Cuando se trata de bienes sujetos a registro, la declaración de invalidez no 
le es oponible al tercero poseedor a título oneroso que adquirió el bien con 
anterioridad a la inscripción de la demanda de nulidad en el registro público.  
 
En efecto, en caso de bienes sujetos a registro, si el subadquirente de un bien 
sometido a esa formalidad lo adquiere con el conocimiento de que no hubo 
fraude ni otro vicio en el negocio, porque así lo demuestra el registro público, 
entonces la publicidad de la situación jurídica del bien es garantía de la 
legitimidad de su derecho, por lo que no podría resultar perjudicado por hechos 
anteriores que no constaban en el registro al momento de su adquisición, a 
menos que por otro medio se demuestre su mala fe. En ese caso la declaración 
de invalidez o ineficacia no surte efectos frente a los terceros que adquirieron el 
bien con anterioridad a la inscripción en el registro de la situación que podría 
amenazar su derecho, es decir que la invalidación del acto les es inoponible. La 
anterior excepción surgió en el derecho moderno porque «los ordenamientos, 
teniendo en cuenta la necesidad de dar a conocer del público en general o, 
mejor, de cualquier interesado la celebración de determinados negocios jurídicos 
o el estado de ciertos derechos, previenen la presencia de registros públicos en 
los cuales se han de inscribir los actos de constitución, de transferencia, o de 
gravamen, de suerte que, una vez producida la respectiva inscripción, nadie 
puede ignorar la ocurrencia del hecho o, para el caso, del negocio en cuestión, 
o sea que aquella lo vuelve universalmente oponible y, a la inversa, mientras no 
se produzca tal anotación, el tercero puede desconocerlo legítimamente, esto 
es, ignorar su ocurrencia.  
 



 

 

Con la salvedad de que en determinados eventos y circunstancias podría 
llegarse a sostener la oponibilidad del suceso respecto del tercero que tuvo la 
noticia de él por otro medio o, inclusive, que legítimamente no podía ignorarlo o 
se presume que lo supo. Si bien la ausencia de la correspondiente formalidad de 
publicidad, ante todo consistente en la inscripción del acto en el correspondiente 
registro público, garantiza la inmunidad del tercero, no es menos cierto que, 
estando éste al tanto de la celebración de aquél, por información directa, 
informal, no le sería lícito alegar su ignorancia. La inoponibilidad se predica de 
terceros de buena fe, que son los que desconocían la celebración del negocio, 
pudiendo ignorarla’». 
 

Siguiendo con esa misma línea Jurisprudencial la Corte Suprema de Justicia Sala de 
Casación Civil, señaló en la SC9148 de 2017 , precisó: 
 

»‘ La nulidad es una acción dirigida a hacer desaparecer el acto viciado, cuya 
característica es la destrucción del negocio con efecto retroactivo, es decir como 
si no se hubiera celebrado jamás, por lo que las cosas deben volver al estado en 
que se encontraban antes de su ejecución. La inoponibilidad, en cambio, es la 
ineptitud frente a terceros de buena fe, de un negocio jurídico válido entre las 
partes, o de su declaración de invalidez.  
Es decir que la inoponibilidad es una garantía que tienen los terceros adquirentes 
de buena fe para que un negocio del que no hicieron parte no los afecte cuando 
no se cumplió el requisito de publicidad; de suerte que ni su celebración ni su 
eventual nulidad pueden perjudicarlos, por lo que la declaración judicial que se 
haga respecto de la validez de aquel acto no tiene la aptitud de afectar su propio 
derecho legítimamente conseguido. La inoponibilidad valora la confianza 
razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que se presentan 
objetivamente como válidamente celebrados.” 
 

Que en sentencia del 7 de septiembre de 2020, la Corte Suprema de Justicia Sala de 
Casación Civil, con Ponencia del Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque , trajo a 
colación el precedente de inoponibilidad de terceros de buena fe, destacando las dos 
citadas sentencias CSJ SC9184-2017 (que se retomó en el reciente CSJ SC3201-2018), 
donde se expuso que la «inoponiblidad», destacando: 
 

(…) es la ineptitud frente a terceros de buena fe, de un negocio jurídico válido 
entre las partes, o de su declaración de invalidez. 
 
Es decir que la inoponibilidad es una garantía que tienen los terceros adquirentes 
de buena fe para que un negocio del que no hicieron parte no los afecte cuando 



 

 

no se cumplió el requisito de publicidad; de suerte que ni su celebración ni su 
eventual nulidad pueden perjudicarlos, por lo que la declaración judicial que se 
haga respecto de la validez de aquel acto no tiene la aptitud de afectar su propio 
derecho legítimamente conseguido. La inoponibilidad valora la confianza 
razonable de los terceros de buena fe en aquellos negocios que se presentan 
objetivamente como válidamente celebrados. 
 
«En términos generales, terceros son todas aquellas personas extrañas a la 
convención. Todos aquellos que no han concurrido con su voluntariedad a su 
generación. Toda persona que no es parte, es tercero» (Raúl Diez Duarte. La 
simulación de contrato en el Código Civil Chileno. Santiago de Chile, 1957. p. 
64.). Son terceros relativos quienes no tuvieron ninguna intervención en la 
celebración del contrato, ni personalmente ni representados, pero con 
posterioridad entran en relación jurídica con alguna de las partes, de suerte que 
el acto en el que no participaron podría acarrearles alguna lesión a sus intereses, 
por lo que les importa establecer su posición jurídica frente al vínculo previo del 
que son causahabientes, y esa certeza sólo la pueden adquirir mediante una 
declaración judicial; como por ejemplo el comprador, el acreedor hipotecario, el 
acreedor quirografario, el legatario, el donatario, el cesionario, etc. Son terceros 
absolutos (penitus extranei) todas las demás personas que no tienen ninguna 
relación con las partes, por lo que el vínculo jurídico no les concierne ni les afecta 
de ninguna manera, pues sus consecuencias jurídicas no los alcanzan en virtud 
del principio de relatividad de los efectos del negocio jurídico; o sea que carecen 
de todo interés en la causa. 
 
Para que una persona pueda beneficiarse de la invocación de la inoponibilidad, 
tiene que ser un tercero relativo al que la celebración del contrato, su nulidad, 
simulación, o cualquier efecto entre las partes, no puede degradar su posición 
jurídica por ser un adquirente in loco domini, es decir que su derecho deriva 
legítimamente del dominus; de manera que la suerte que corra el acto ajeno 
(válido o inválido entre las partes) en virtud de una declaración judicial, tendrá 
que respetar y reafirmar el carácter incuestionable de su propio derecho.” 

 
En virtud de lo expuesto, a mi representada  la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, 
le aplica en su defensa la inoponibilidad como garantía al ser un tercero adquirente de 
buena fe, por lo tanto, los derechos de la propiedad no pueden resultar afectados, por 
hechos inverosímiles y falsos de la demandante, más cuando la sociedad no tuvo 
ninguna intervención en la celebración del contrato No. 335 del 03 de marzo de 2010, 
pues con posterioridad entró a la relación jurídica con uno de los propietarios posteriores 
del negocio cuestionado, lo cual no puede acarrear lesión alguna al patrimonio de la 



 

 

Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, a la cual se le debe respetar el derecho de 
buena fe, confianza legítima y reafirmar el carácter incuestionable del derecho de 
propiedad. 
 
AL HECHO DÉCIMO: No es cierto que la señora Elizabeth  Muñoz Duque  haya sido 
despojada mediante violencia de su predio y menos de que exista un fraude en el negocio 
jurídico pues no demuestra cómo estuvo por más de 17 años sometida a un despojo de 
tierras por un grupo al margen de la ley, pues cuando inició el proceso en la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, nunca 
demostró la condición de desplazada, en consideración a lo siguiente: 
 
La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, 
mediante Resolución No. RV 00106 de 6 de febrero de 2019, precisó: 
 
“No es cercano a la verdad, ni a la lógica, que durante las declaraciones recibidas a la 
señora Elizabeth Muñoz, los memoriales presentados por el apoderado, las pruebas 
documentales que allegó al expediente, haya sido un simple olvido referir que de manera 
preliminar al día en que extraños ingresaron al predio reclamado, había recibido 
amenazas y presiones propias de actos de exacción como técnicamente debe referirse 
en el marco del conflicto armado, y es que se predica ausencia de lógica y verdad, por 
cuanto una víctima que depone respecto de los hechos que originaron su padecimiento, 
con sutil detalle, como en el caso de Elizabeth Muñoz, no omite jamás los eventos 
motivos que originalmente crearon la situación lesiva.” 
 
Que la demandante, se hace pasar como una víctima del conflicto armado, pero no 
presenta pruebas del supuesto despojo y de las amenazas objeto por grupo al margen 
de la ley, pues según la demandante estuvo sometida por más de 19 años a amenazas 
y que esas fueron las causas para no denunciar los hechos, los cuales inicia en el año 
2017 en la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas, que en resolución No. 00106 de febrero de 2019, evidenció contradicciones 
del supuesto hecho de despojo de tierras del predio denominado “Las Palmas” ubicado 
en el corregimiento Potrerito Municipio de Jamundí”. 
 
Que la señora Elizabeth Muñoz Duque, inconforme con la decisión a través del abogado 
Hernando Morales Plaza, inicia trámite de conciliación extrajudicial  en contra del acto 
administrativo expedido por la Unidad Especial de Restitución de Tierras Despojadas y 
ante el la Procuradora 165 Judicial II Asuntos Administrativos y el día 14 de agosto de 
2019, fecha de la celebración de la audiencia las partes llegaron a un acuerdo 
conciliatorio de la Revocatoria Parcial del Acto Administrativo contenido en la Resolución 
No. 00106 de febrero de 2019. 



 

 

 
Que la citada conciliación por ley debió ser aprobada por parte de la justicia Contencioso 
Administrativo y esta correspondió al Tribunal Administrativo del Valle que en providencia 
No. 105 fechada el 4 de octubre de 2019, “Aprueba el Acuerdo conciliatorio presentado 
por Elizabeth Muñoz Duque y la Unidad Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas- UAEGRTD ante la Procuraduría 165 Judicial II para Asuntos 
Administrativos de Cali (V) según Acta del 14 de agosto de 2019, en la que se acordó 
conciliar revocando la decisión de no inscripción y retrotraer el proceso a la etapa de 
inicio formal para que se valore la totalidad de las pruebas aportadas, verificando lo 
anterior la entidad tomará la decisión que corresponda producto del análisis y 
consideración de las pruebas debidamente practicadas acerca de la solicitud presentada, 
de conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este Auto.” 
 
No obstante,  el 18 de junio de 2020, la señora Elizabeth Muñoz Duque presentó un 
escrito dirigido a la Directora Territorial Valle del Cauca y Eje Cafetero Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas en el que 
renunció  a continuar con la acción de la radicación 897710, argumentando que obtuvo 
una decisión favorable en la primera instancia de la jurisdicción civil, que reconoce plena 
propiedad sobre el predio materia del litigio y la reconoce a ella como única titular de 
esos terrenos sin ninguna limitación al derecho de dominio. 
 
Todo lo anterior constituye aspectos que demuestran el carácter mendaz de la 
demandante sobre los hechos de despojo de tierras, aunado de la renuncia al proceso 
especial pues no pudo probar la calidad de víctima del conflicto armado y se siente 
triunfadora en el proceso civil a causa de la sentencia que posteriormente fue nulitada y 
en este nuevo escenario se requiere un análisis probatorio exhaustivo en la jurisdicción 
civil con el fin de evitar que se profiera una sentencia con error inducido de la parte 
demandante y reconocer un supuesto derecho basado en hechos inexistentes y 
fraudulentos expuestos en la demanda. 
 
A LOS HECHOS UNDÉCIMO Y DÉCIMO SEGUNDO: No se encuentra probado en el 
proceso el supuesto fraude procesal, la supuesta falsedad en documento, el supuesto 
secuestro extorsivo, pues los documentos aportados por la parte demandante 
corresponden a un simple informe que el investigador rinde a un fiscal de las actividades 
ordenadas en un plan metodológico de elementos materiales probatorios y evidencia 
física que de ninguna manera tienen la calidad de prueba, pues ni han sido admitidas en 
el proceso penal y tampoco han sido sometidas el derecho de contradicción y de defensa. 
  
AL HECHO DÉCIMO TERCERO: No es cierto que dichos informes reúnan los requisitos 
establecidos por la ley para considerarlos como una prueba, tan solo se trataba de 



 

 

informes de una misión de trabajo realizada por la Fiscalía en la Inspección Judicial a la 
escritura pública No 355 del 03 de marzo de 2010, de la Notaría 4ª de Círculo de Palmira, 
que reitero es un elemento material que no  constituye prueba hasta que no sea 
introducida en la audiencia preparatoria ante el juez penal, y que sea admitida y sea 
sometida a la controversia propia del derecho de contradicción. 
 
AL HECHO DÉCIMO CUARTO: El señor HÉCTOR MARIO GIRALDO GRISALES, al 
momento de la celebración del negocio jurídico, no estaba siendo investigado por ningún 
delito; era una persona que cumplía con todos los requisitos para obligarse sin afectar 
de nulidad los actos celebrados. 
 
AL HECHO DÉCIMO QUINTO: No es cierto que la demandante es víctima pues está 
claro que esa tesis no fue demostrada en la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras Despojadas, que no existe un nexo causal entre la compraventa 
efectuada por el señor Héctor Mario Giraldo Grisales con los  inexistentes hechos de 
despojo del año de 1998. 
 
Por otra parte, la demandante no demostró que el negocio jurídico publicado en la 
anotación No. 13 del  certificado de tradición No. 370-2822550 tenga vicios de nulidad, 
aspecto que no afecta a los terceros compradores de buena fe, que no intervinieron en 
dicho acto y que la demanda no controvierte los negocios jurídicos realizados con 
posterioridad. 
 
AL HECHO DÉCIMO SEXTO: No es un hecho, es una disposición legal del Código Civil, 
que la parte demandante le corresponde probar los supuesto de hecho de la norma que 
consagra el efecto jurídico, sin embargo, en el proceso se observa  la temeridad y 
falsedad en los hechos sobre los cuales se funda la demanda. 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Me opongo a cada una de las pretensiones de la demanda, dejando claro que en la 
demanda no se acusa de nulidad el negocio jurídico celebrado por la Sociedad Agrícola 
Tierra Prometida Ltda.,  comprador de buena fe, solicitando la aplicación del precedente 
jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil denominado la  
inoponibilidad de los terceros de buena fe que no hicieron parte del negocio jurídico 
cuestionado correspondiente a la escritura pública No. 335 del 03 de marzo de 2010. 
 
Que en la demanda no obran pruebas suficientes que logren demostrar el nexo causal 
de los hechos de supuesto despojo de tierras y la falsificación de la firma en la 
compraventa contenida en la escritura pública No. 335 del 03 de marzo de 2010. 



 

 

 
Solicito se condene en costas y en agencias de derecho  a la demandante la señora 
Elizabeth Muñoz Duque y que se compulsen copias de todas las acciones dolosas. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
 

Convención Americana sobre los Derechos Humanos. Art. 8 
 
Constitución Política, artículos: 2, 4, 29, 83, 228 y 230. 
 
Doctrina Probable- inoponibilidad de tercero de buena fe- Sentencias- CSJ SC9184-2017 
- CSJ SC3201-2018- SC3251-2020. 
 
Código Civil. Artículos: 764, 2528 y 2529. 
 
Código General del Proceso. Artículos:  167, 174, 176, 226, 228, 240, 244, 250, y 257. 
 
Código de Procedimiento Penal. Artículos: 374, 376, 377, 378 y 379. 
 
Ley 1448 de 2011. 
 

EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 
INOPONIBILIDAD DE TERCERO COMPRADOR DE BUENA FE. 
 
La Corte Suprema de Justicia  Sala de Casación Civil en reiteradas sentencias ha 
destacado la garantía de la inoponibilidad de tercero comprador de buena fe, no puede 
ser afectado en sus derechos por la nulidad o validez de un negocio jurídico celebrado 
con anterioridad, siendo aplicable la Doctrina Probable consistente en  “tres decisiones 
uniformes proferidas por la Corte Suprema de Justicia, son un precedente de obligatorio 
cumplimiento para los jueces conforme lo señaló la Sentencia de Constitucionalidad C- 
836 de 2001, al examinar la constitucionalidad del artículo 4 de la Ley 169 de 1896, 
siendo aplicable el derecho a la igualdad de trato jurídico y a la fuerza vinculante del 
precedente judicial para los terceros de buena fe en la aplicación de la ley por parte de 
los jueces debe ser razonable, consiste y uniforme. 
 
Con fundamento en lo anterior, procedo a destacar la jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia Sala de Casación Civil, en las sentencia del 7 de septiembre de 2020, con 
Ponencia del Magistrado Octavio Augusto Tejeiro Duque , trajo a colación la 



 

 

inoponibilidad de terceros de buena fe, y que cita dos sentencias del alto tribunal la CSJ 
SC9184-2017 y CSJ SC3201-2018: 
 
“Es decir que la inoponibilidad es una garantía que tienen los terceros adquirentes de 
buena fe para que un negocio del que no hicieron parte no los afecte cuando no se 
cumplió el requisito de publicidad; de suerte que ni su celebración ni su eventual nulidad 
pueden perjudicarlos, por lo que la declaración judicial que se haga respecto de la validez 
de aquel acto no tiene la aptitud de afectar su propio derecho legítimamente conseguido. 
La inoponibilidad valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos 
negocios que se presentan objetivamente como válidamente celebrados.” 
 
Que en el proceso se encuentra probado conforme al certificado de tradición No. 370-
282550,  anotación No. 13, obra la compraventa realizada en la Notaria 4 del Circulo de 
Palmira, mediante escritura No. 355 del 03 de marzo de 2010,  no actuó ninguno de las 
personas que conforman la sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, adicional que el 
negocio jurídico cuestionado tiene origen en un documento público que es auténtico, 
(inciso 2º artículo 244 CGP), indivisible (artículo 250 ídem) que demuestra la fe del 
otorgamiento, fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que lo 
autoriza (artículo 257 ídem), acto jurídico debidamente publicado con la inscripción en el 
certificado de tradición.  
 
Que esta probado en el proceso que  la escritura pública No. 355 del 03 de marzo de 
2010, de la Notaria 4 del Circulo de Palmira, se realizó una hipoteca abierta a nombre de 
un tercero de buena fe.  
 
Que esta probado en el expediente en la anotación No. 15 del certificado de tradición, se 
registro una dación en pago por valor de $ 120.000.000  a favor del señor Javier Barreto 
Martínez, acto realizado en la Notaría Veintidós del Circulo de Cali, conforme la escritura 
No. 855 del 17 de julio de 2013 y en la anotación No. 16 del certificado de tradición de 
fecha 5 de septiembre de 2013, se registra como titular del derecho de dominio el señor 
Javier Barreto Martínez, comprador de buena fe, pues en la demanda ni en las pruebas 
se demuestra lo contrario. 
 
Que esta probado en el expediente, en la anotación No. 17 del Certificado de tradición, 
se registro la escritura No. 1056 del 23 de agosto de 2013 de la Notaria Veintidós de Cali, 
actuando en calidad de comprador el señor Diego Sacconi Tello, valor del acto $ 
810.000.000, en la demanda no se cuestionó el negocio jurídico elevado a escritura 
pública No. 1056 del 23 de agosto de 2013, negocio registrado en la oficina de 
instrumentos públicos cumpliendo con el principio de publicidad de los actos de un 
comprador de buena fe, y que en su momento el derecho no puede verse afectado con 



 

 

una eventual nulidad de otro acto jurídico en el cual no intervino en la celebración y que 
los efectos de nulidad del acto jurídico de 2010 no puede extenderse al derecho 
legítimamente conseguido de buena fe, dado que, en la demanda ni de las pruebas del 
proceso obra un hecho que demuestre lo contrario. 
 
Que esta probado en el proceso que en la anotación No. 21 del certificado de tradición 
de fecha 19 de julio de 2016, obra el registro de la escritura No. 0237 del 13 de marzo 
de 2014, a nombre de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda. 
 
Que la Sociedad que represento en nada intervino en el acto de compraventa No. 355 
del 3 de marzo de 2010, y los efectos de nulidad de aquel acto jurídico que demanda la 
señora Muñoz Duque no se discute y en nada afecta mi titularidad del bien al ser un 
comprador de Buena Fe, teniendo como garantía la inoponibilidad no genera de manera 
directa la nulidad de los actos celebrados con posterioridad, al respecto la Corte Suprema 
de Justicia Sala de Casación Civil , precisó: 
 

“Y es que, no puede decirse, que por la falsificación de la firma en un primer 
negocio jurídico, se siga de manera automática la nulidad de los actos jurídicos 
que se den posteriormente, ni puede decirse que respecto de éstos hay ilicitud 
en el objeto o en la causa, pues la existencia previa de un delito no genera tal 
vicio (…)” 

 
Que en el proceso no existe una prueba valida o legal que determine la supuesta 
falsificación de la firma de la señora Muñoz Duque  en el negocio jurídico celebrado en 
la escritura pública No. 355 del 03 de marzo de 2010, no obstante, en el caso que se 
logre demostrar dicho vicio en el negocio jurídico, no puede de manera automática 
generar la nulidad de los actos jurídicos que se den con posterioridad, pues la Sociedad 
Agrícola Tierra Prometida Ltda, es comprador de buena fe y el Estado debe garantizar 
los derechos fundamentales al debido proceso, buena fe y el derecho a la igualdad de 
aplicación del precedente de inoponibilidad de tercero de buena fe. En ese sentido, 
solicito al despacho de la manera más respetuosa que deniegue las pretensiones de la 
demanda en aplicación a la excepción de Inoponibilidad de terceros de buena fe a favor 
de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, dando aplicación a la doctrina probable 
uniforme establecida por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil. 
 
EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. 
 
La señora Elizabeth Muñoz Duque, presenta demanda de nulidad absoluta de 
compraventa y siete años después de realizar el negocio jurídico de Compraventa 
elevado a escritura pública No. 355 del 03 de marzo de 2010, en la Notaria Cuarta del 



 

 

Circulo de Palmira, documento público que tiene alcance probatorio de fe del 
otorgamiento, fecha y declaraciones que en ellos hizo el notario que lo autoriza, entre 
ellos la venta al señor Héctor Mario Giraldo Grisales. 
 
Que el señor Javier Barreto Martínez, posteriormente se convierte en propietario del 
mencionado bien inmueble conforme al negocio de dación en pago realizado con el señor 
Héctor Mario Giraldo Grisales (anotación No. 15) y dispone la cancelación de la hipoteca 
por voluntad de las partes (anotación No. 16 del certificado de tradición). 
 
Que el señor Javier Barreto Martínez,  vende el mencionado predio al señor Diego 
Saconni  Tello, conforme obra en la anotación No. 17 del Certificado de tradición. 
Que el señor Diego Saconni Tello, vende la propiedad referida a la Sociedad Agrícola 
Tierra Prometida Ltda, quien posteriormente hipoteca el bien inmueble al Banco Agrario 
de Colombia SA.  
 
Que la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda, no intervino en el acto de compraventa 
No. 355 del 3 de marzo de 2010, y los efectos de nulidad de aquel acto jurídico que 
denuncia la señora Muñoz Duque, no pueden afectar la titularidad del bien de mi 
representada al ser un comprador de Buena Fe, teniendo como garantía la inoponibilidad 
como tercero de buena fe como precedente jurisprudencial aplicable al presente caso. 
Que al momento de la presentación de la demanda por parte de la señora Muñoz Duque, 
después de 7 años a compradores de buena fe y con justo título, su derecho prescribió 
y esto genera una depuración de cualquier vicio o irregularidad del negocio jurídico de 
un bien adquirido con justo título y de buena fe por la Sociedad Agrícola Tierra Prometida 
LTDA, que no debe ser perjudicada por hechos inexistentes de despojos de tierras y de 
las falsas denuncias de irregularidades del negocio jurídico de compraventa  del 03 de 
marzo de 2010 que se desarrolló con todos los requisitos de ley. 
 
Que para efectos de establecer la prescripción del presente caso, se tiene  que la 
prescripción opero a partir del  4 de marzo del año 2015, conforme lo disponen los 
artículos 2528  y 2529  del Código Civil, y la propiedad del bien inmueble con la posesión 
regular se adquiere por un tiempo de 5 años, en concordancia con el artículo 764 
ejúsdem,“ procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe, aunque ésta no 
subsista después de adquirida la posesión”. 
 
En ese orden de ideas,  la compraventa del inmueble  que la señora Muñoz Duque hace 
referencia se realizó el día 03 de marzo de 2010 y  teniendo en cuenta que la demanda 
de nulidad del mencionado negocio jurídico fue presentada el día  01 de diciembre de 
2017, es decir que, la demanda se interpone cuando han transcurrido más de 7 años y 
diez (10) meses, en otras palabras, el derecho de acción prescribió hace más de dos (2) 



 

 

años y diez (10) meses desde el momento que presentó la demanda. Por lo expuesto, 
solicito de la manera más respetuosa al juzgado que declare probada la excepción de 
prescripción y se niegue las pretensiones de la demanda ante la calidad de comprador 
de buena fe de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, y que tiene un justo título 
de la propiedad, siendo procedente solicitar que se declare probada la excepción de 
prescripción de la acción de nulidad absoluta y se deniegue las pretensiones de la 
demanda. 
 
EXCEPCIÓN DE FALTA DE MEDIOS PROBATORIOS PARA AL DECLARACIÓN DE 
LA NULIDAD ABSOLUTA DE LA COMPRAVENTA NO. 355 DEL 03 DE MARZO DE 
2010. 
 
La parte demandante señala supuestos actos de despojo de tierras y actos de secuestro 
extorsivo, fraude de falsificación de la firma y huella de la escritura pública No. 355 del 
03 de marzo de 2010, para lo cual trae al proceso unos elementos materiales probatorios, 
sin la ritualidad de la prueba traslada y menos con el tecnicismo del dictamen pericial, 
puesto que, las experticias técnicas elaboradas por funcionario del CTI de la Fiscalía, 
son elementos materiales probatorios y evidencia física que si bien tienen la 
potencialidad de convertirse en prueba este valor probatorio, se adquiere cuando son 
presentadas ante el Juez Penal y en el expediente no se observa la admisibilidad de la 
misma para ser tenida como prueba en este proceso. 
Que en el proceso se encuentra probado la anotación No. 13 del certificado de tradición 
en la cual obra la compraventa realizada en la Notaria 4 del Circulo de Palmira, mediante 
escritura No. 355 del 03 de marzo de 2010, documento público que se presume auténtico, 
(inciso 2º artículo 244 CGP) y la parte demandante no probó los supuestos de hecho de 
las normas que consagra los efectos jurídicos. 
 
Que el documento público contenido en la escritura No. 355 del 03 de marzo de 2010, 
de la Notaria 4ª del Circulo de Palmira, tiene la característica de la indivisibilidad, pues 
tiene por objeto una prestación que no se puede dividir como es el caso de la 
compraventa “no puede naturalmente concebirse que el contrato de compraventa se 
pacte por partes: vendedor y comprador deben estar de acuerdo en los elementos 
esenciales, precio y objeto y dar cumplimiento a la forma solemne, sin que pueda 
concebirse que sea jurídicamente divisible en partes reales, intelectuales o de cuota.” 
Documento que comprende lo meramente enunciativo pues en el negocio jurídico tiene 
la relación directa con lo dispositivo del contrato. (Art. 250 CGP.) 
 
Que la Escritura Pública No. 355 del 03 de marzo de 2010, tiene alcance probatorio (art. 
257 CGP) que hace fe del otorgamiento, de la fecha y de las declaraciones que en ellos 
haga el funcionario que los autoriza y las declaraciones que hagan los interesados en 



 

 

escritura pública tendrán entre estos y sus causahabientes el alcance probatorio 
señalado en el artículo 250 CGP. 
 
Que la importancia del notario como autor del documento público contenida en una 
escritura pública implica en el ejercicio de la fe pública o notarial que otorga plena 
autenticidad  y el cual tiene dentro de sus funciones  no autorizar el instrumento de que 
el acto que sería nulo (art. 3 del Decreto 2148 de 1983) en ese sentido, la doctrina en 
palabras de Carnelutti ha señalado que “el documento merece la fe que goce su autor; 
una de las fuentes principales, por no decir la primera, de la autoridad del documento, es 
la autoridad de quien lo forma”  dentro de su ámbito de competencia o rol funcional, 
aspecto importante, pues en la demanda y en el proceso nunca se cuestiona la actuación 
del Notario y menos se llama al proceso para desvirtuar un acto revestido de fe pública. 
 
Que los documentos aportados por la parte demandante corresponden a un informe que 
el investigador que rinde a un fiscal de las actividades ordenadas en un plan 
metodológico de la recolección de unos Elementos Materiales Probatorios y la Evidencia 
Física, en el que se reitera que puede tener la potencialidad de ser pruebas cuando se 
presentan ante el juez de conocimiento, aspectos que debe observarse en su integralidad 
para no incurrir en el error judicial, de valorar elementos como pruebas, pues de ser así 
el error debe ser corregido en sede de tutela, casación civil o en un proceso penal, como 
explicare a continuación: 
 
La Corte Constitucional en reiteradas sentencias de tutela contra providencias judicial ha 
señalado el Defecto fáctico cuando el juez no tiene apoyo probatorio suficiente para 
aplicar el supuesto legal en que sustenta la decisión, en este asunto, no existe una 
prueba debidamente recaudada en el proceso para lograr con certeza demostrar la 
nulidad de la escritura pública No. 355 del 03 de marzo de 2010,  a causa de la 
falsificación ideológica de la firma, pues no existe en el proceso una prueba pericial o un 
prueba trasladada del proceso penal donde dicho elemento material probatorio de la 
fiscalía haya sido aceptada como prueba por el Juez de Conocimiento. 
 
Que en materia civil el desconocimiento de una norma probatoria  establece como  causal 
de recurso de casación civil por violación directa de la ley sustancial como consecuencia 
de error de derecho derivado del desconocimiento de una norma probatoria – (numeral 
2 del artículo 336 CGP), en este aspecto, en el presente proceso se desconoce el artículo 
174 de la prueba trasladada y la prueba pericial del artículos 226, 227 y 228 del CGP y 
dando un valor probatorio a una investigación preliminar que no ha sido admitida como 
prueba en el proceso penal. 
 



 

 

En materia penal se presenta un error en derecho ante la inexistencia legal de los 
requisitos en materia probatoria, tipificado como una casual de casación denominada “un 
Falso Juicio de Legalidad cuando el juez desatiende los requisitos que expresamente la 
ley para la aprehensión, contemplación, apreciación o valoración de las pruebas (falso 
juicio de legalidad por omisión) o, ante la inexistencia legal de requisitos, el juez lo exige 
(falso juicio de legalidad por suposición). En el primer supuesto, así, deja de lado el 
cumplimiento de los requisitos y en el segundo, los imagina .”  
 
Siguiendo en la jurisdicción penal, el error en derecho establece: “El falso juicio de 
convicción”, que tiene que ver con el sistema de valoración de la prueba conocido con el 
nombre de tarifa legal, esta consiste en los criterios de valor que fija el legislador en 
materia del alcance de las pruebas, valor del cual no se puede apartar el interprete 
cuando el juzgador se aparta de ella (falso juicio de convicción por omisión) o el llamado 
falso juicio de convicción por imaginación en el cual incurre el juez en un yerro por 
suposición de la tarifa legal. 
 
Lo anterior es importante, en la medida de un informe de un investigador  de campo o de 
laboratorio rendido al fiscal, “tienen la potencialidad de convertirse en prueba si son 
presentados ante el Juez de Conocimiento en el Curso del Juicio Oral, siempre y cuando 
en desarrollo del citado principio de inmediación, el responsable de la recolección, 
aseguramiento y custodia declare ante el juez ”. 
 
En ese sentido, es relevante analizar las oportunidades probatorias en el proceso penal, 
para que sea un elemento material probatorio considerado prueba: 
 

“Artículo 374 del CPP. Toda prueba deberá ser solicitada o presentada en la 
audiencia preparatoria, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 357, y se 
practicará en el momento correspondiente del juicio oral y público.” 

 
Que en el proceso penal se solicitará la prueba en la audiencia preparatoria y el juez de 
conocimiento determina sobre la admisibilidad de la prueba  (art. 376 C.P.P) siendo 
requisito que toda prueba se practique en la audiencia de juicio oral y público en 
presencia de las partes, intervinientes que hayan asistido (art. 377 ídem) en el cual las 
partes tienen la facultad de controvertir, tanto los medios de prueba como los elementos 
materiales probatorios y la evidencia física presentados en el juicio o aquellos que se 
practiquen por fuera de la audiencia pública (378 ídem) y el juez deberá tener en cuenta 
como pruebas únicamente las que hayan sido practicadas y controvertidas en su 
presencia en virtud del principio de inmediación (art. 379).  
 



 

 

En conclusión los elementos materiales probatorios y la evidencia física recaudada en la 
etapa de indagación e investigación, tiene la potencialidad de convertirse en prueba si 
se presentan ante el juez de conocimiento, de lo contrario no tiene esa condición para 
darle el valor o alcance probatorio sino no se han practicado en juicio oral con las 
ritualidades establecidas en la ley. 
 
Que identificado que los elementos materiales probatorios y evidencia física que obran 
en el proceso carecen de la  potencialidad de ser prueba ante la falta de presentación 
ante el juez de conocimiento, la admisibilidad, la contradicción y del principio de 
inmediación, y al admitirlas como pruebas en el proceso civil se incurrirá en un error 
judicial. 
 
Que siguiendo con el aspecto probatorio, la parte demandante señaló en la audiencia de 
la sentencia nulitada aspectos contradictorios de normas vigentes en materia de los 
términos de vigencia de la antigua cédula de ciudadanía esto con el fin de hacer incurrir 
en error al juez al señalar que al momento de la celebración del negocio jurídico de la 
escritura pública No 355 del 03 de marzo de 2010, no estaba vigente la cédula antigua, 
sin embargo, esto es contrario a la realidad, puesto que el Decreto Nacional No. 4969 
del 23 de diciembre de 2009, estableció que la cédula de ciudadanía blanca laminada y 
café plastificada, mantendrán, para todos los efectos, su vigencia hasta el 30 de julio de 
2010, por lo expuesto, queda en evidencia el argumento falaz del apoderado de la parte 
demandante y es claro que al momento de celebrarse el negocio jurídico si estaba 
vigente este tipo de cédulas. Por lo expuesto, los hechos que fundan la demanda carecen 
de los medios probatorios para el efecto jurídico de la nulidad absoluta que persigue, 
razón suficiente para solicitar de la manera respetuosa al juez declare probada la 
excepción propuesta. 
 
EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE LA CALIDAD DE VÍCTIMA DE DESPOJO DE 
TIERRAS. 
 
Que la señora Elizabeth Muñoz Duque a través de apoderado judicial inicio proceso  para 
garantizar la protección y restablecimiento de los derechos de las víctimas en el conflicto 
armado conforme a la ley 1448 de 2011, solicitud que elevo a la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas- dirección territorial  Valle del 
Cauca y Eje Cafetero, mediante radicado No. 897910. 
Que el proceso de restitución de tierras se compone de dos etapas  una administrativa y 
otra judicial. 
 
La etapa administrativa tiene como finalidad que la Unidad de Restitución de Tierras 
incluya en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente, la solicitud 



 

 

realizada por la víctima, siendo éste un requisito de procedibilidad para la acción de 
restitución.  
 
En esta etapa, la entidad comunica la iniciación del trámite al propietario, poseedor u 
ocupante que esté en el predio objeto de registro, con el fin de que aporte las pruebas 
documentales que acrediten su buena fe exenta de culpa.  
 
La Unidad de Restitución de Tierras tiene además, la obligación de recaudar todo el 
acervo probatorio para identificar el inmueble, la relación de la víctima con el predio y de 
quienes en ese momento tengan el dominio, la posesión y/o la tenencia del mismo, para 
tomar una decisión sobre la inscripción en el registro. Así, esta etapa finaliza cuando la 
Unidad mediante un acto administrativo motivado emite su decisión. 
 
Que el proceso de la señora Muñoz Duque adelantado en la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, concluyó con la Resolución 
No. RV 02537 del 29 de noviembre de 2018, de no inscripción de la solicitud de ingreso 
al registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente, en relación con el predio 
rural denominado “Las Palmas” ubicado en el corregimiento Potrerito municipio de 
Jamundí. 
 
Que inconforme con la decisión la señora Muñoz Duque presenta recurso de reposición,  
resuelto por la entidad  mediante la Resolución No. RV 00106 de 6 de febrero de 2019, 
donde confirma la Resolución No. RV 02537 del 29 de noviembre de 2018, y que tuvo 
como fundamento los siguientes apartes: 
 
“No es cercano a la verdad, ni a la lógica, que durante las declaraciones recibidas a la 
señora Elizabeth Muñoz, los memoriales presentados por el apoderado, las pruebas 
documentales que allegó al expediente, hay sido un simple olvido referir que de manera 
preliminar al día en que extraños ingresaron al predio reclamado, había recibido 
amenazas y presiones propias de actos de exacción como técnicamente debe referirse 
en el marco del conflicto armado, y es que se predica ausencia de lógica y verdad, por 
cuanto una víctima que depone respecto de los hechos que originaron su padecimiento, 
con sutil detalle, como en el caso de Elizabeth Muñoz, no omite jamás los eventos 
motivos que originalmente crearon la situación lesiva.” 
 
Que la demandante, se hace pasar como una víctima del conflicto armado, pero en la 
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas no 
demostró los hechos del despojo de su tierras y las supuestas amenazas de grupos al 
margen de la Ley denominados “Guerrilla”  de la cual extrañamente dice estar sometida 
de amenazas por más de 17 de años, es un hecho que sobrepasa la realidad. 



 

 

 
Que la señora Elizabeth Muñoz Duque, inconforme con la decisión a través del abogado 
Hernando Morales Plaza, inicia trámite de conciliación extrajudicial  en contra del acto 
administrativo expedido por la Unidad Especial de Restitución de Tierras Despojadas y 
ante el la Procuradora 165 Judicial II Asuntos Administrativos el día 14 de agosto de 
2019, llegaron a un acuerdo conciliatorio de la Revocatoria del Acto Administrativo 
contenido en la Resolución No. No. 00106 de febrero de 2019. 
 
Que la citada conciliación por ley surte la aprobación por parte del Tribunal Administrativo 
del Valle que en providencia No. 105 fechada el 4 de octubre de 2019, “Aprueba el 
Acuerdo conciliatorio presentado por Elizabeth Muñoz Duque y la Unidad Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas- UAEGRTD ante la Procuraduría 165 
Judicial II para Asuntos Administrativos de Cali (V) según Acta del 14 de agosto de 2019, 
mediante el cual se acordó conciliar revocando la decisión de no inscripción y retrotraer 
el proceso a la etapa de inicio formal para que se valore la totalidad de las pruebas 
aportadas, así como las de oficio que se deben practicar, verificando lo anterior la entidad 
tomará la decisión que corresponda producto del análisis y consideración de las pruebas 
debidamente practicadas acerca de la solicitud presentada, de conformidad con lo 
analizado en la parte considerativa de este Auto.” 
 
No obstante,  el 18 de junio de 2020, la señora Elizabeth Muñoz Duque, presenta un 
escrito dirigido a la Directora Territorial Valle del Cauca y eje Cafetero Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas de renuncia  a 
continuar con la acción radicación 897710, argumentando que obtuvo una decisión 
favorable en la primera instancia de la jurisdicción civil, que reconoce plena propiedad 
sobre el predio materia del litigio y la reconoce como única titular de esos terrenos sin 
ninguna limitación al derecho de dominio. 
 
Todo lo anterior, son hechos que demuestran los hechos falsos de la demanda  y el 
actuar de mala fe de la demandante que se hace pasar como víctima del conflicto armado 
para desconocer los compradores de buena fe del predio que ella reclama por un 
supuesto despojo de tierras  inexistente y los supuestos hechos de falsificación de su 
firma en la compraventa elevada escritura publica No. 355 del 03 de marzo de 2010, con 
elementos materiales probatorios del cuerpo de investigación que no han sido 
introducidos al proceso penal y decretados como pruebas, adicional no se allegó al 
proceso dictamen pericial y menos una prueba trasladada que debe surtir la 
contradicción en el proceso originario, aspectos que no dan certeza de la verdad de los 
hechos que relata en la demanda la señora Muñoz Duque, razón suficiente para 
solicitarle al juez que declare probada la excepción propuesta. 
 



 

 

FALTA DE JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA PARA ESTABLECER EN LA 
JURISDICCIÓN CIVIL HECHOS DE DESPOJO DE TIERRAS. 
 
Que la señora Elizabeth Muñoz Duque señala en el hecho 12 y 15 de la demanda señala 
ser víctima del despojo del inmueble de su propiedad en los cuales menciona como 
autores a las FARC, no obstante, la jurisdicción civil no tiene competencia para conocer 
de estos hechos relacionados pues para ello el legislador creo una jurisdicción especial 
enmarcada en la justicia transicional, en el cual existe unos procedimientos 
excepcionales para garantizar la protección y restablecimiento de los derechos de la 
víctimas del conflicto armado conforme lo establece la ley 1448 de 2011.  
Que las autoridades competentes para establecer los hechos del desplazamiento en el 
conflicto armado le corresponde la etapa administrativa a la Unidad de Restitución de 
Tierras incluya en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente. 
 
Que la segunda etapa corresponde a la judicial que esta a cargo del Juez de Restitución 
de tierras. 
 
En ese orden de ideas, se tiene que la Jurisdicción Civil no tiene competencia para 
resolver hechos que tienen que tienen un supuesto origen en hechos de despojo de 
tierras forzosamente, esto en aplicación de la ley 1448 de 2011 y el artículo 230 de la 
Constitución Política, razón por la cual comedidamente solicito al juez declare probada 
la falta de jurisdicción y competencia para conocer de supuestos hechos de despojo de 
tierras. 
 
 

PRUEBAS 
  
Solicito que se tenga como pruebas documentales las siguientes: 
 
DOCUMENTALES. 
 
1. Certificado de existencia y representación de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida 
LTDA. 
 
2. Certificado de tradición del predio rural identificado con matrícula No. 370-282550. 
 
3. Copia de la Resolución No. RV 00106 de febrero de 2019, de la Unidad Administrativa 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. 
 



 

 

4. Copia de la solicitud de Conciliación Prejudicial adelantada por la señora Elizabeth 
Muñoz Duque en le Procuraduría Judicial. 
 
5. Copia del Acta de Conciliación Extrajudicial de fecha 14 de agosto de 2019, adelantada 
en la Procuraduría 165 Judicial II Asuntos Administrativos convocante Elizabeth Muñoz 
Duque. Radicación No. 2019-185. 
 
6. Copia del auto interlocutorio No. 105 del 4 de octubre de 2019, proferido por el Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca, por medio del cual aprueba una conciliación 
prejudicial. 
 
7. Copia de la denuncia presentada por el representante legal de la Sociedad Agrícola 
Tierra Prometida Ltda, en contra de la señora Elizabeth Muñoz Duque. 
 
8. Copia de la carta de renuncia del apoderado judicial días previos a la celebración de 
la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
 
9. Copia de denuncia realizada por Carlos Alonso Lucio en contra de la señora Elizabeth 
Muñoz Duque. 
 
INTERROGATORIO DE PARTE. 
 
Solicito que se decreten y se citen los siguientes interrogatorios de parte:  
 
1. Solicito se decrete interrogatorio de parte a la Señora Elizabeth Duque Muñoz, con el 
fin de realizar de practicar interrogatorio de las preguntas que formulare en la audiencia 
de pruebas. 
 
2. Solicito se decrete interrogatorio de parte al señor Héctor Mario Giraldo Grisales, con 
el fin de realizar de practicar interrogatorio de las preguntas que formulare en la audiencia 
de pruebas. 
 
3. Solicito se decrete interrogatorio de parte al señor Javier Barreto Martínez, con el fin 
de realizar de practicar interrogatorio de las preguntas que formulare en la audiencia de 
pruebas. 
 
3. Solicito se decrete interrogatorio de parte al señor Diego Sacconi, con el fin de realizar 
de practicar interrogatorio de las preguntas que formulare en la audiencia de pruebas. 
 
 



 

 

PRUEBA TRASLADADA. 
 

Solicito al despacho para que con destino al presente proceso  se decrete la prueba 
trasladada del proceso de Restitución de Tierras que adelantó la señora Elizabeth 
Muñoz Duque, en la Unidad de Restitución Administrativa Especial de Restitución de 
Tierras Despojadas, oficio que puede ser dirigido a la Calle 9 No. 4 – 50 local 109 
Edificio Beneficencia del Valle – Cali- Colombia. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Las notificaciones las recibiré en la Calle 92 No. 10-40 oficina 202 de Bogotá D.C., 
correo electrónico: carlosalonsolucio@yahoo.es 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 



 

 

 

 

 

 



Doctor. 
CARLOS EDUARDO ARIAS CORREA 
JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 
E.S.D. 
 
ASUNTO: INCIDENTE DE NULIDAD FALTA DE NOTIFICACIÓN PERSONAL Y 
VINCULACIÓN A LA NOTARIA CUARTA DEL CIRCULO DE PALMIRA VALLE. 
PROCESO: DECLARATIVO DE NULIDAD ABSOLUTA 
RADICADO: 2017-00317-01 (2426) 
DEMANDANTE: ELIZABETH MUÑOZ DUQUE 
DEMANDADO: SOCIEDAD TIERRA PROMETIDA LTDA Y OTROS. 
 
ALONSO LUCIO ESCOBAR, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

2.934.808 de Bogotá, Portador de la tarjeta profesional No. 37650 C.S.J. actuando 

en calidad de representante legal de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, 

identificada con NIT: 900143343-1, por medio del presente escrito me dirijo a su 

digno cargo, para solicitar incidente de nulidad, en consideración a lo siguiente: 

 
HECHOS 

 
1. Que el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Cali, en auto No. 074 del 18 de enero 

de 2018, resuelve admitir la demanda Verbal de Nulidad Absoluta, interpuesta por 

la señora Elizabeth Muñoz Duque contra Héctor Mario Giraldo Grisales y los 

litisconsorcio necesarios Javier Barreto Martínez, Diego Sacconni Tello, Sociedad 

Agrícola Tierra Prometida Ltda y Banco Agrario de Colombia S.A., y ordenó notificar 

a la demandada y a los litisconsorcio necesarios en los términos del artículo 291 y 

293 del C.G.P. 

 

2. Que en la demanda no se vinculó a la Notaria 4ª del Circulo de Palmira, servidor 

que autoriza la celebración  del acto jurídico cuestionado contenido en la escritura 

pública No. 355 del 03 de marzo de 2010, documento público que se presume 

auténtico conforme el inciso 2º artículo 244 CGP. 

 

3. Que el documento público contenido en la escritura No. 355 del 03 de marzo de 

2010 de la Notaria 4ª del Circulo de Palmira, tiene la característica de ser indivisible 

y con alcance probatorio, dado que tiene por objeto una prestación que no se puede 

dividir “no puede naturalmente concebirse que el contrato de compraventa se pacte 

por partes; vendedor y comprador deben estar de acuerdo en los elementos 

esenciales, precio y objeto y dar cumplimiento a la forma solemne, sin que pueda 

concebirse que sea jurídicamente divisible en partes reales, intelectuales o de 

cuota.” Documento que también comprende lo meramente enunciativo de la relación 

directa con lo dispositivo del contrato (artículo 250 del CGP).  

 

4. Que la Escritura Pública No. 355 del 03 de marzo de 2010 es un documento 

público revestido de alcance probatorio (art. 257 CGP) que hace fe de su 

otorgamiento de la fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario 

que para este caso es el Notario Público que autoriza y las declaraciones que hagan 

los interesados en escritura pública tendrán entre estos y sus causahabientes el 

alcance probatorio señalado en el artículo 250 CGP. 

 

5. La importancia del autor del documento público en los casos de los Notarios 

implica  el ejercicio de la fe pública o notarial que otorga plena autenticidad, pues 

de lo contrario no existiría la fe pública como un rol que genera confianza legitima 

en la sociedad y que, adicional, la ley lo faculta a no autorizar un acto jurídico cuando 

llegue a la conclusión de que el acto contiene vicios de nulidad. Por esto es que la 



doctrina considera que “el documento merece la fe que goce su autor; una de las 

fuentes principales, por no decir la primera, de la autoridad del documento, es la 

autoridad de quien lo forma” esto se refuerza con el ámbito de competencia o rol 

funcional de la Notaria que no fue cuestionado en la demanda. 

 

6. Que al estar inmerso la actuación de un Notario Público en el cual se cuestiona 

una supuesta falsificación ideologica en la cual corresponde al Notario dentro de 

sus obligaciones dar testimonio de la autenticidad de firmas de los particulares y en 

caso de de advertir una irregularidad esta facultado para no celebrar ela cto jurídico, 

en ese sentido, la Notaria hace parte de la relación juridico procesal al intervnir en 

la autorización y celebración de la Compraventa, siendo aplicable el artículo 61 del 

CGP, que precisa: 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 
CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o 
actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por 
disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea 
posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que 
sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, 

la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se 

hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y 

dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la 

forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el 

juez dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a 

petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera 

instancia, y concederá a los citados el mismo término para que 

comparezcan. El proceso se suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, 

el juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para 

practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán 

a los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho 

en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure 

en la demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de 

dicho litisconsorcio.” 

7. Que el Notario 4ª del Circulo de Palmira intervino en el acto de celebración y la 

decisión de la nulidad de este proceso sería un cuestionamiento del ejercicio de 

funciones entre ellos el dar testimonio de la autenticidad de firmas de funcionarios 

o particulares. 

 

Sobre el particular, la jurisprudencia del Consejo de Estado, ha señalado que “los 

notarios como sujetos depositarios de la fe pública, y en consecuencia 
encargados de declarar la autenticidad de determinados documentos y 
hechos, conocidos dentro del giro ordinario de su actividad.” 

 

Que al cuestionarse el acto jurídico celebrado y autorizado por el Notario Cuarto del 

Circulo de Palmira, se estaría discutiendo una omisión de un particular que cumple 

una función pública entre estas declarar la autenticidad de determinados 



documentos y hecho conocido y celebrado en el giro ordinario de su actividad, en 

ese sentido, no se puede declarar la nulidad del acto sin la presencia en el proceso 

de Particular que cumple una función publica muy importante en la sociedad 

conforme al siguiente ordenamiento jurídico: 

 

“Decreto Ley 960 de 1970. 

“Artículo 1: “El notariado es una función pública e implica el ejercicio de la 
fe notarial. 

La fe pública o notarial otorga plena autenticidad a las declaraciones emitidas ante 
el Notario y a lo que este exprese respecto de los hechos percibidos por él en el 
ejercicio de sus funciones, en los casos y con los requisitos que la Ley establece. 

Decreto Ley 2163 de 1970. 

“Articulo 1º.-El notario es un servicio del Estado, que se presta por 
funcionarios públicos, en la forma, para los fines y con los efectos 
consagrados en las leyes.  

El Notario forma parte de la Rama Ejecutiva y como función pública implica el 
ejercicio de la fe notarial. 

La fe pública implica o notarial otorga plena autenticidad a las declaraciones 
emitidas ante el notario y a lo que éste exprese respecto de los hechos 
percibidos por él en el ejercicio de sus funciones, en los casos y con los 
requisitos que la ley establece.”. 

Así mismo, el Legislador mediante la Ley 29 de 1973, por la cual se crea el Fondo 
Nacional del Notariado, y se dictan otras disposiciones, reiteró que el 
notariado “es un servicio público que se presta por los notarios e implica el 
ejercicio de la fe notarial.”. 

Para mayor ilustración se transcriben los apartes pertinentes del artículo 1 de la 
Ley 29 de 1973: 

“El notariado es un servicio público que se presta por los notarios e implica 
el ejercicio de la fe notarial. 

La fe pública o notarial otorga plena autenticidad a las declaraciones 
emitidas ante el notario y a lo que éste exprese respecto de los hechos 
percibidos por él en el ejercicio de sus funciones, en los casos y con los 
requisitos que la ley establece.”. 

Que el acto jurídico cuenstionado es celebrado por el Notario en ejercicio de la 

función pública, por lo tanto, se esta cuentionado el giro de sua actividad y la omisión 

de la Constiución y la Ley en el ejercicio de la función notarial.  

8. Que en virtud de lo expuesto, el Juzgado estaba en la obligación de notificar a la 

Notaria Cuarta del Circulo de plamira, conforme establece el artículo 612 del C.G.P., 

que precisa: 

“ARTÍCULO 612. Modifíquese el Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, el 
cual quedará así: 

Artículo 199. Notificación personal del auto admisorio y del 
mandamiento de pago a entidades públicas, al Ministerio Público, a 
personas privadas que ejerzan funciones públicas y a particulares que 
deban estar inscritos en el registro mercantil. El auto admisorio de la 
demanda y el mandamiento de pago contra las entidades públicas y las 



personas privadas que ejerzan funciones propias del Estado se deben 
notificar personalmente a sus representantes legales o a quienes estos 
hayan delegado la facultad de recibir notificaciones, o directamente a las 
personas naturales, según el caso, y al Ministerio Público, mediante 
mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales a que 
se refiere el artículo 197 de este código. 

De esta misma forma se deberá notificar el auto admisorio de la demanda 
a los particulares inscritos en el registro mercantil en la dirección electrónica 
por ellos dispuesta para recibir notificaciones judiciales. 

El mensaje deberá identificar la notificación que se realiza y contener copia 
de la providencia a notificar y de la demanda. 

Se presumirá que el destinatario ha recibido la notificación cuando el 
iniciador recepcione acuse de recibo o se pueda por otro medio constatar 
el acceso del destinatario al mensaje. El secretario hará constar este hecho 
en el expediente. 

En este evento, las copias de la demanda y de sus anexos quedarán en la 
secretaría a disposición del notificado y el traslado o los términos que 
conceda el auto notificado, sólo comenzarán a correr al vencimiento del 
término común de veinticinco (25) días después de surtida la última 
notificación. Deberá remitirse de manera inmediata y a través del 
servicio postal autorizado, copia de la demanda, de sus anexos y del 
auto admisorio, sin perjuicio de las copias que deban quedar en el 
expediente a su disposición de conformidad con lo establecido en 
este inciso.” 

9.  Que la vinculación como sujeto pasivo de la Notaria Cuarta del Circulo de Palmira 

hace exigible la notificación personal del auto admisorio, aspecto que al no 

realizarse genera la nulidad de lo actuado conforme lo establece el numeral 8 del 

artículo 133 del Código General del Proceso, que señala: 

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo 
o en parte, solamente en los siguientes casos: 
 
(…) 

 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio 
de la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 
personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como 
partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las 
partes, cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio 
Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley 
debió ser citado.” (negrilla fuera de texto) 

10. Que en el auto admisorio de la demanda no se ordenó la notificación personal de 

la Notaria del Circulo de Plamira , negandole a la entidad el conocimiento del proceso 

y el cuestionamiento de las actividades notariales, hechos que originan la causal de 

nulidad insaneable pues se trata de un evento asimilable a la pretermisión de la 

instancia contenida en el parágrafo del artículo 136 del C.G.P., que tiene dentro de 

las facultades intervenir, proponer excepciones previas y de mérito, coadyuvar u 

oponerse a la demanda, aportar y solicitar la práctica de pruebas e interponer 

recursos ordinarios y extraordinarios, siendo esto considerado un presupuesto del 

procedimiento la notificación personal del auto admisorio. 

11. OPORTUNIDAD (ART. 134 C.G.P.) para presentar la nulidad insaneable de 

conformidad con el artículo 134 del C.G.P., “señala que las nulidades podrán 

alegarse en cualquiera de las instancias antes que se dicte sentencia o 



posterior a ella, si la nulidad se origina en la sentencia.” En el caso de autos, la 

nulidad procesal propuesta se origina con la falta notificación del auto admisorio de 

la demanda. 

 
12.  REQUISITO DE LEGITIMACIÓN (Art. 135 inciso 1 CG.P.): En el presente 

asunto, en mi calidad de representante legal y judicial de la Sociedad Agrícola Tierra 

Prometida Ltda, me encuentro legitimado para alegar la nulidad que afecta a todos 

los litisconsorcio necesarios, donde están inmersos interés público de la actividad 

de la fe pública notarial. 

 

13. REQUISITOS PARA ALEGAR LA NULIDAD  (Art. 135 Inciso 2 – C.G.P.): La 

causal de nulidad insaneable no fue ocasionada por mi representada en calidad de 

sujeto pasivo, la nulidad la origina el juzgado en el auto admisorio  cuando señala 

que se deben notificar a los demandados y a los litisconsorcios necesarios en los 

términos del artículo 291 a 293. 

 

14. CAUSAL DE NULIDAD ALEGADA. (Parágrafo del Artículo 136 del C.G.P.- y 
numeral 8 del artículo 133 del C.G.P.) se invoca la nulidad de pretermisión íntegra 

de la respectiva instancia, vicio que se considera no susceptible de saneamiento o 

convalidación, por cuanto supone una grave ruptura de la estructura del proceso y 

desconoce la garantía constitucional de la defensa en juicio ante la falta de 

notificación personal del auto admisorio  a la Notaria Cuarta del Circulo de Plamira 

que de acuerdo con la ley debió ser citada y que en gran medida la falta de 

notificación y vinculación.  

 
PETICIÓN 

 
1. Solicito de la manera más respetuosa se declare la nulidad de todo lo actuado 

dentro del proceso Verbal de Nulidad Absoluta radicado No. 2017-000317-00, y se 

vincule a la Notaria Cuarta del Circulo de Palmira. 

 

2. Que como consecuencia de la anterior declaración, realice todas las actuaciones 

tendientes de notificación del auto y el traslado de la demanda a la Notaria Cuarta 

del Circulo de Palmira- al estar comprometidos los intereses públicos de la fe 

notarial en el acto celebrado el 03 de marzo de 2010. 

 

 
NOTIFICACIONES 

 
Las notificaciones las recibiré en la Calle 92 No. 10-40 oficina 202 de Bogotá D.C., 

correo electrónico: carlosalonsolucio@yahoo.es 
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HM-1000-2019 

Señores 
PROCURADURÍA DELEGADA ANTE LA JURISDICCIÓN 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA DE CALI (REPARTO) 
E. 	S. 	D. 

Convocante: Elizabeth Muñoz Duque 
Convocado: Nación- Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas 
Clase de proceso: Solicitud de conciliación como requisito de procedibilidad 
del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

IIERNANDO MORALES PLAZA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 16.662.130 de Cali -Valle, abogado en ejercicio, portador de la 
Tarjeta Profesional No. 68.063 — Di, expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, 
actuando como apoderado judicial de la señora ELIZABETH MUÑOZ DUQUE 
conforme al poder• adjunto, solicito comedidamente se cite y se lleve a cabo 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN PREJUDICIAL, convocando a la NACIÓN-
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE 
TIERRAS DESPOJADAS, representada legalmente por ANDRÉS AUGUSTO 
CASTRO FORERO o quien haga sus veces. 

Lo anterior, como requisito de procedibilidad del Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho a interponerse, por la expedición de los siguientes actos 
administrativos (i) La Resolución RV 02537 de 29 de noviembre de 2018, 
mediante la cual se decidió NO INSCRIBIR la solicitud de ingreso al Registro de Tierras 
Despojadas y Abandonadas Forzosamente, en relación con el predio "LAS PALMAS". 
(ji) La Resolución RV 00106 de 6 de febrero de 2019, por el cual se decide un 
recurso de reposición. 

Calle 19 Norte #2N -29 Oficina 2201B -.Edificio La Torre de Cali / Santiago de Cali, Valle del Cauca - Colombia 

Tels.: 57(2) 315 4277 -315 5455 / Cel: 317 510 - 25 59 

e-mail: notificaciones@hmasociados.com  - wsw.hmasociados.com  , 



2 

HM Asociados y Cia S.A.S. 

 

Así mismo, con el fin de buscar una fórmula conciliatoria con el convocado respecto de 
la revocatoria de los actos administrativos arriba referidos y del restablecimiento del 
derecho que le asiste a mi poderdante. 

(i) DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y DE SUS REPRESENTANTES 

Las partes que integran el presente contradictorio, son las siguientes: 

PARTE CONVOCANTE 

La integra, la señora ELIZAI3ETH MUÑOZ DUQUE, identificada con cédula de 
ciudadanía N° 31.160.937 de Palmira, Valle. 

APODERADO DE LA PARTE CONVOCANTE. 

El suscrito, HERNANDO MORALES PLAZA, mayor de edad, vecino de Cali, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 16.662.130 de Cali (Valle), abogado en 
ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 68.063 — Di del Consejo Superior de la 
Judicatura, con oficina ubicada en la Calle 19 Norte No. 2N-19, Of. 2201-B, Edificio La 
Torre de Cali de la Ciudad de Cali. 

PARTE CONVOCADÁ 

La constituye, la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTÓN DE 
RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS, representada legalmente por 
ANDRÉS AUGUSTO CASTRO FORERO o quien haga sus veces. 
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(ii) 	ACTOS ADMINISTRATIVOS CONTROVERTIDOS 

La Resolución RV 02537 de 29 de noviembre de 2018, mediante la cual se 
decidió NO INSCRIBIR la solicitud de ingreso al Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente, en relación con el predio "LAS PALMAS". 

La Resolución RV 00106 de 6 de febrero de 2019, por el cual se decide un 
recurso de reposición. 

(iii) OPORTUNIDAD DE LA PRESENTE SOLICITUD DE 
CONCILIACIÓN 

Con fundamento en lo que expresaré en el acápite de los hechos, y teniendo como 
soporte la fecha de notificación, esto es el 07 de noviembre de 2019, de la Resolución 
No. RV 00106 de 6 de febrero de 2019 "POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE UN 
RECURSO", se deduce que estoy dentro del término consagrado en el artículo 164 
numeral segundo, literal D de la Ley 1437 de 2011 "Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo" toda vez que el 
medio de• control que se pretende interponer es el de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho el cual tiene un término de caducidad de cuatro (4) meses, contados a partir de 
la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según 
el caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales. 

Conforme a lo anterior, me encuentro dentro del término Ley para impetrar la presente 
solicitud, como requisito de procedibilidad del medio de control de nulidad y 
reStableciMiento del derecho. 
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(iv) HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTOS A LAS 
PRETENSIONES 

Es significativamente importante iniciar señalando que mi poderdante y sus hijos 
fueron víctimas del conflicto armado interno, esto es por el desplazamiento forzado por 
parte de la guerrilla de las FARC, circunstancias que llevo a esta familia vivir no solo un 
desplazamiento sino a seguir soportando las consecuencias de aquellos actos violentos, 
veamos: 

PRIMERO: El 22 de diciembre de 1992, mi poderdante adquirió un predio en Potrerito 
Jamundí (Valle), el cual fue debidamente protocolizado con matricula inmobiliaria 

370-282550 con código predial N° 763640002~3116400, a bien se puede 
constatar que la señora Elizabeth Muñoz Duque es propietaria del predio, esto estando 
estipulado dentro de la certificado de tradición de la Oficina de Instrumentos Públicos 
de Cali, entreviéndose en las anotaciones N° 6 y 7. Es por esto que mediante 
ESCRITURA PÚBLICA N° 11129 del 22 de diciembre de 1992 de la Notaria lo 
del Círculo de Cali, queda expresado quien es la vendedora y compradora de dicho 
predio. 

Con lo anterior y con todas las facultades para hacer actos de señora y dueña, mi 
poderdante realizad dentro del predio algunas Mejoras, las cuales quedaron 
protocolizadas en la Escritura Pública N° ni 554 del 21 de diciembre de 1993. 

SEGUNDO: Con el fin de mejorar su propiedad mi poderdante contrajo obligaciones 
constituidas a través de los siguientes pagarés: 

1. Pagaré N° P0-3365o18, por el valor de cien millones de pesos ($ loo.000.000), con 
vencimiento el 24 de abril de 1996. 
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2. Pagaré N° PO-3365°16, por el valor de cien millones de pesos ($100.000.000), con 
vencimiento el 24 de abril de 1996. 

Pagaré N° P0-3365o19, por el valor de cien millones de pesos ($loo.000.000), con 
vencimiento el 24 de abril de 1996. 

Pagaré N° P0-3365o2o, por el valor de cien millones de pesos ($loo.000.000), con 
vencimiento el 24 de abril de 1996. 

Así mismo constituyó garantía real hipotecaria sobre el predio, a favor de ERIBERTO 
MILLAN, contenida en la Escritura Pública N° 3108 del os de mayo de 1995, otorgada 
en Notaria lo de Cali, por el valor de Cuatrocientos Millones de pesos MCTE 
($400.000.000) 

La deuda fue cancelada en su totalidad en el ario 1998, por lo que se le hace entrega del 
paz y salvo. 

Teniendo en cuenta que este predio era el único sustento de la señora Elizabeth Muñoz, 
siempre tuvo la disposición de mantenerlo en debidas condiciones para sacarle 
provecho, esto es que esta propiedad erantilizada para realizar eventos, se alquilaba las 
chanchas de futbol vóley, así como también la piscina. 

TERCERO: Para el ario de 1998 hombres fuertemente armados que pertenecían a un 
grupo al margen de la ley, más exactamente pertenecientes á la guerrilla, llegaron al 
predio de mi poderdante con amenazas en contra de su vida y de la vida de sus hijos; 
Andrés Mauricio Ocampo Muñoz y David Santiago Ocampo Muñoz, quienes eran 
menores de edad para la época de los sucesos, los retuvieron dentro de la casa durante 
varias horas intimidándolos, así mismo los obligaron a salir de su propiedad, dejándole 
claro a la señora Elizabeth Muñoz que jamás volvieran, desplazando a esta familia de 
manera forzosa. 

CUARTO: Esta familia después de tener un ingreso seguro de los frutos que daba esta 
propiedad, pasó a pasar necesidades, tan es así que el colegio donde estudiaban los 
menores hijos David Santiago y Andrés Mauricio expulsarlos por falta de pago en la 
mensualidad de la colegiatura. Añadiendo a esto, la señora Elizabeth no contaba con 
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otro medio de ingreso para darle una vida digna a sus hijos, por lo que pasaron 
necesidades precarias por culpa de estos grupos al margen de la ley. 

QUINTO: Pasando uno arios después, estos miembros pertenecientes de la guerrilla; 
con la intención de trasladar el dominio de la propiedad a nombre de uno de sus 
miembros, decidieron nuevamente arremeter contra mi poderdante de manera violenta, 
es decir que encontraron la forma de dar con el paradero de la señora Elizabeth y sus 
hijos, en este caso fue abordada en la ciudad de Cali con el propósito de obligarla a 
firmar una serie de documentos que tenían relación con la propiedad del predio, para 
esto secuestraron a su hijo David Santiago Ocampo Muñoz, después llevaron a la señora 
Elizabeth Muñoz a la Notaria Sexta de Cali siendo amenazada que de no firmar aquellos 
documento no volvería a ver a su hijo. 

Con la firma de la anterior documentación, estos grupos al margen de la ley pretendían 
adjudicarse la propiedad del predio. 

SEXTO: El señor Eriberto Millán inició procesos ejecutivos en contra de la señora 
Elizabeth Muñoz, del cual nunca fue notificada en debida forma y en el cual hay una 
cantidad de irregularidades (irregularidades que fueron evidenciadas por el doctor Juan 
Carlos Sandoval, funcionario adscrito a la Unidad de Restitución de Tierras) 

Mediante los procesos ejecutivos con radicación 1998-886 y 1998-869 ante el Juzgado 
21 Civil del Circuito de Cali y Juzgado tú Civil de Circuito de Cali, se pretendía recaudar 
'nuevamente el dinero de los pagares, dinero que ya había sido solventado en su 
totalidad. Además que dichos pagares que se pretendían cobrar nuevamente ya se 
encontraban prescritos. 

De dichos procesos la señora Elizabetb M-uñoz tiene conocimiento porque 
solicitó la expedición del certificado de tradición del predio y saltaban 
aquellas anotaciones. 

SÉPTIMO: Sin contar con la documentación requerida para obtener legalmente el 
predio de mi poderdante, para el 30 de junio de 2010 cuando mi poderdante solicita el 
certificado de tradición del inmueble en mención, se observa que presenta 
inconsistencias, esto es que se evidencia 'que estos miembros de las guerrillas 
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falsificaron la firma y huella de la señora Elizabeth Muñoz Duque, con el fin de poder 
vender la propiedad. 

De lo anterior se identificó en dicho certificado de tradición que en la anotación N° 13, 
en la cual supuestamente mi poderdante realizó la venta del predio al señor HÉCTOR 
MARIO GIRLADO GRISALES, cosa que no es cierto. 

Y que a partir de esa anotación se visualiza una serie de anotaciones que se encuentran 
viciadas, toda vez que la señora Elizabeth Muñoz Duque nunca participo en dichos 
actos. 

OCTAVO: Se entrevé que estos los sujetos pertenecientes a grupos al margen de la ley, 
llevaron a cabo una seriel de actuaciones con tal de "LEGALIZAR" al nuevo titular del 
derecho real de dominio, tanto así que falsificaron firma y huella de la señora Elizabeth 
Muñoz Duque para poder proceder con la Escrituración ante Notaria. 

NOVENO: Por todo lo anterior, la señora Elizabeth Muñoz Duque interpuso denuncia 
ante la Fiscalía por los delitos de fraude prócesal, desplazamiento forzado y secuestro 
extorsivo, esto con el fin de que se cotejara la huella y firma, así como también se 
bloqueara la matricula N° 370282550 del predio, esto para que sobre dicho predio no se 
realizaran más anotaciones ni tramites ilegales. 

Un perito del C.T.I confirmó que la firma y huella de la señora Elizabeth Morales 
habían sido suplantadas. 

Es pertinente señalar que la UNP le otorga una medida de protección a la señora 
Elizabeth Muñoz con el fin de asegurar su vida e integridad de las amenazas de los 
involucrados., y generadóres de su desplazamiento. 

DÉCIMO: En la anotación N° 13 con fecha del 09-06-2010 • se evidencia una 
compraventa en la que supuestamente intervine el señor HECTOR MARIO GIRALDO 
GRISALES y la señora ELIZABETH MUÑOZ DUQUE. Esta actuación es 
completamente falsa. 
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A bien en el trascurso de la diligencia de solicitud de registro en la Unidad de tierras se 
mencionó y se probó las actuaciones contrarias a ley que el señor Giraldo Grisales había 
llevado a cabo con otras personas, siendo este un testaferro de la guerrilla y el cual fue 
vinculado por delitos de secuestro extorsivo, tortura y desplazamiento. 

UNDÉCIMO: La Fiscalía General de la Nación dejo por sentado que el señor HECTOR 
MARIO GIRALDO GRISALES era alias "el doctor", vinculado con la guerrilla, al que le 
habían delegado traspasar los bienes adquiridos ilegalmente por. CARLOS 'JOSÉ 
ROB.ALLO, alias "guacamayo". 

DUODÉCIMO: Una vez se procedió con las respectivas verificaciones, el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, arroja información sobre el titular de derecho real de 
dominio, el cual está en cabeza de la SOCIEDAD AGRICOLA TIERRA 
PROMETIDA LTDA, identificada con Nit. 9001433431,  representada legalmente por 
ALONSO LUCIO ESCOBAR, con cédula de ciudadanía N° 2.934.808 y su Gerente 
CARLOS ALONSO LUCIO LOPEZ, identificado con cédula de ciudadanía N° 
79.159.713. 

Denotándose que dicha titularidad fue adquirida por medio de la Escritura Pública N° 
237 del 13 de marzo de 2014 en la Notaria 22 de Cali, fungiendo como vendedor DIEGO 
SACCONI TELLO. 

DÉCIMOTERCERO: Al evidenciar tantas irregularidades en las anotaciones del 
certificado de tradición del predio, mi poderdante en su momento realizó un estudio 
detallado, estudio que fue presentado ante la Unidad de Restitución de Tierras mediante 
declaración, en los siguientes términos (es importante detallar el certificado de 
tradición): 

"sigo con la anotación N° 14 del folio de matrícula en la cual aparece el señor JAVIER 
BARRETO MARTINEZ, prestándole 120 millones a Grisales, llama profundamente la 
atención este supuesto comprador de buena fe, cuya esposa se llama Luz Ángela 

Calle 19 Norte # 2N 29 Oficina 2201B - Edificio La Torre de Cali / Santiago de Cali, Valle del Cauca - Colombia 
Tels.: 57(2) 315 4277 -315 5455 / Ce!: 317 510 25 59 	. 

e-mail: notificaciones@hmasociados.com  - www.hmasociados.com  



9 

HM Asociados y qia S.A.S. 

 

García López, hermana de Maricel García López, que es la esposa del señor ALIAS 
GUACAMAYO (Carlos José Roba yo Escobar) (...) 

Llama la atención como el señor Grisales le da en dación de pago, al señor Barreto, un 
predio en la anotación N° 15, un predio por un avaluó catastral, por 
ochocientos nueve millones de pesos por un préstamo que le hizo de ciento 
veinte millones de pesos. Como usted va a entregar un predio en dación de pago, 
en 120 millones por un predio con un avalúo catastral tan alto. 

Llama profundamente la atención también, refiriéndome a la anotación N° 17, 
cuando el señor Javier Barreto Martínez, le vende al señor Diego Saconni, a solo dos 
meses de la dación en pago, y por otro lado, como el señor: Saconni vende este predio a 
Agropecuaria Tierra Prometida, el 13-04 del 14, y el 16 del 7 del 2015, le embargan el 
predio, con acción personal del banco Dav.  ivienda, siendo ya el señor Lucio presunto 
comprador de buena fe del predio. (...) 

Quiero anotar que ninguno de estos presuntos compradores de buena fe, hizo estudio 
de títulos, tampoco banco' agrario con los antecedentes de Carlos Alonso Lucio López, 
quien compra con poder de Sociedad Agrícola, cuyo representante legal es su padre y 
dice la Corte Suprema que es un estafador que se apodera de bienes ajenos a través de 
compra ventas ficticias, que se aprovecho de un amigo en forma dolosa por estafa y ' 
falsa denuncia (...) no es un secreto para nuestro país que sus relaciones estrechas con 
grupos armados al margen de la ley (..) " 

DÉCIMOCUARTO: El 20 de abril de 2017, mi apoderada la señora Elizabeth Muñoz 
Duque radicó solicitud para ser inscrita en el Registro de Inscripción de Tierras 
Despojadas y Abandonadas Forzosamente en Zona Microfocalizada, esto con relación al 
derecho que tiene como propietaria sobre el predio LAS PALMAS. 

A dicha solicitud se le da inicio mediante RESOLUCIÓN n° RV 00504 de 5 de 
mayo de 2017 con ID 89771.0 
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DÉCIMOQUINTO: Mediante Resolución RV 02537 de 29 de noviembre de 
2018, se decide NO inscribir la solicitud de ingreso al Registro de Tierras Despojadas y 
Abandonadas Forzosamente, en relación con el predio rural, denominado "Las Palmas" 
ubicado en el corregimiento de Potrerito; municipio de Jamundí. 

DÉCIMOSEXTO: Contra la Resolución RV 02537 de 29 de noviembre de 2018 mi 
apoderada presenta Recurso de Reposición ante la Doctora SANDRA PAOLA NIÑO 
NIÑO, quien funge como Directora de la Unidad de Tierras del Valle del Cauca y del Eje 
Cafetero. 
RTDAF 

DÉCIMOSEPTIMO: Mediante RESOLUCIÓN N° RV oolo6 de 6 de febrero de 
2019, mediante la cual se resuelve un Recurso de Reposición, decidiéndose dejar en 
firme la decisión de no inscribir a la señora Elizabeth Muñoz Duque en el RTDAF. 

(v)FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Para darle el debido análisis al asunto que aquí nos tiene, es importante hacer una 
precisión conceptual y énfasis sobre los hechos victimizantes, el nexo causal, el 
conflicto interno y las pruebas como garantía del Debido Proceso, esto con el 
fin de probar que la Directora Territorial Valle del Cauca- Eje Cafetero de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas no realizó un estudio de 
fondo a la solicitud presentada por la señora Elizabeth Muñoz Duque, sino que se 
concentro en aspectos que nada tenían que ver con el hecho victimizante. 
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FRENTE A LOS HECHOS VIOLENTOS OCURRIDOS, LOS CUALES 
CONVIERTEN A ELIZABETH MUÑOZ DUQUE EN VICTIMA DE GRUPOS 

GUERRERILLEROS QUE COMETEN UN CRIMEN DE LESA HUMANIDAD- 
DESPLAZAMIENTO FORZADO 

Como anunció en los hechos, mi poderdante en el año 1998, fue víctima de miembros 
guerrilleros, en el momento que fue, obligada a salir de su propiedad, llamado esto 
Desplazamiento Forzado, y abandonar todo lo que en ella tenía, añadiendo que fue 
amenazada su vida y la vida de sus dos hijos, que para la época de los hechos eran 
menores edad, que estos hechos no terminan solamente en• el tener que abandonar su 
hogar, sino que es el comienzo de una serie de atropellos en contra de la dignidad de 
esta familia. 

Dichas circunstancias no fueron tenidas en cuenta en la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, al momento de tomar la decisión de no 
inscribir a mi apoderada en dicho registro, aun cuando en cada relato rendido ante la 
entidad, se especificó como los hechos acontecidos cambiaron por completo la vida de 
esta familia, las circunstancias agravantes que acaecieron después del despojo, esto no 
solo es el secuestro de• uno de sus hijos, sino el que sú propiedad está inmersa en 
actuaciones fraudulentas con el fin de arrebatarle la titularidad del dominio real del bien 
a la señora Elizabeth Muñoz Duque y que en dichas actuaciones se ven inmiscuidas la 
guerrilla y colaboradores de estos grupos. 

Con lo anterior era lógico que la Unidad de Restitución de Tierras debía analizar los bajo 
los siguientes parámetros, estudiemos la Léy 387 de 1997 "reglamentada por los 
decretos nacionales 951. 2562, 2569 de 2001, por la cual se adopta mediadas para la 
prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y 
estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la 
República de Colombia": 

En el artículo primero se da la definición de persona desplazada en los siguientes 
términos: 
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"Artículo 1. persona desplazada: como aquella que se ha visto 
forzada en la necesidad de migrar, abandonar su lugar de 
residencia y sus actividades habituales con elfln de proteger su 
vida, su seguridad, libertad personal. que fueron vulnerados g 
amenazados por el conflicto armado interno, violencia 
generalizada, violación masiva de derechos humanos,  
infracciones al derecho internacional humanitario." 

(Subrayado y negrilla fuera de texto original) 

De igual forma, por la cual se expide el Código Penal dispone corno delito el 
desplazamiento forzado: 

"articulo 159. Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento 
forzado de población civil. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto 
armado y sin que medie justificación militar, deporte, expulse, traslade o 
desplace forzadamente de su sitio de asentamiento a la población civil 

6.3" 

Ante lo dispuesto no solo en las normas sino en la constitución, a esta familia los 
miembros de grupos insurgentes le violentaron por completo sus derechos, no solo con 
el temor infundado sino el sometimiento a tomar decisiones que iban en contra de su 
voluntad, como la de tener que salir de su hogar dejando todo y desplazarse a un lugar 
donde no contaban con los recurso suficientes para tener una vida digna, circunstancias 
que en ningún momento tuvo en cuenta el funcionario de la UAEGRTD, ni siquiera 
valoró la gravedad de ser víctima de un crimen de lesa humanidad. 

Hablando de un crimen de lesa humanidad y del daño que causó a esta familia, es 
menester indicar, que existen unos elementos estructurales del concepto de lesa 

humanidad, que se deben tener en cuenta para probar que dicho crimen se perpetuo y 
que al Estado Colombiano le recae responsábilidael por los hechos descritos, es por esto 
que se exige: (i) que el acto se ejecute o lleve a cabo en contra de población civil y (ir) que 
ocurra en el marco de un ataque que reviste las condiciones de generalizado y 
sistemático. 
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Respecto al concepto de población civil, este se encuentra fundamentado en•  la 
normatividad del derecho Internacional Humanitario, en su artículo 50 del protocolo I 
adicional de los Convenios de Ginebra, . el cual establece las personas consideradas 
civiles, en los siguientes términos: 

1. Es persona civil cualquiera que no pertenezca a una de las categorías 
de personas a que se refieren el artículo 4, A. 1), 2), 3) y'-6,), del III 
Convenio 13 y el artículo 43 del presente Prótocolo. En caso de duda 
acerca de la condición de una persona, se la considerará como civil. 

Ante esto y frente al primer elemento, toda persona perteneciente ala población civil es 
aquella que no esté dentro de las categorías de mieinbros de .las fuerzas de armadas — 
policía nacional y prisioneros de guerra. En este sentido, la población civil no se 
enmarca de manera individual, sino, colectiva o grupal, de acuerdo con lo que se 
estableció por el Tribunal Penal Internacional para la antigüa Yugoslavia, en el caso 
Fiscal vs Dusko Tadic (Tribunal Penal de la Antigua Yugoslavia, Francia, Mayo 7, 1997), 
en los siguientes términos: el acento no 'es puesto en la víctima individual, sino, ante 
todo, en la colectiva. La Victimización del individuo no deriva de sus características 
personales, sino de su pertenencia a un determinado grupo de población civil que es 
tomada Como blanco. 

Frente al segundo elemento del concepto de lesa humanidad, haciendo referencia al tipo 
de ataque, describiéndolo generalizado y sistemático: 

Por generalizado, se entiende que debe ser un ataque dirigido contra una 
multiplicidad de personas, es decir, se trata de un criterio cuantitativo y 
sistemático, por existir una planificación previa de las conductas 
ejecutadas, es decir, que la sistematicidad lo indica un patrón o un plan 
metódico evidente y notorio. (Consejo de Estado. Sección Tercera. Sub 
Sección C, Noviembre 15,2016) 
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Esto probándose que en el municipio de Jamundí se presentaron innumerables aétos de 
violencia en contra de la población. por ser una zona de asentamientos de frentes 
guerrilleros, y que dentro de esta población se encuentra la señora Elizabeth Muñoz 
Duque y sus hijos, pero que dichas vivencias no fueron tenidas en cuenta al momento de 
proferir la resolución N° 02537 del 29 de noviembre de 2018, aun cuando con esto se 
probó los requisitos exigidos por la Ley 1;448 de 2 on, esto es: 

".ARTÍCULO 30. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los 
efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente 
hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del lo de enero de 
1085, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas 
internacionales de Derechos Humanos, oeurridas con ocasión del 
conflicto armado interno." 

"ARTÍCULO 75. TITULARES DEL DERECHO A LA 
RESTITUCIÓN. Las personas que frieran propietarias o poseedoras 
de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda 
adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se 
hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e 
indirecta de los hechos que configuren las violaciones de que trata el 
artículo 30 de la presente Ley, entre el lo de enero de 1901.y el término 
de vigencia de la Ley. pueden solicitar la restitución jurídica y 
material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en 
los términos establecidos en este capítulo." 

Lo anterior es solo una muestra del daño tan grave que todos estos grupos le causaron a 
la población, incluyendo a mi poderdante, es por esto, que el transcurso de la diligencia 
llevada ante la entidad supuestamente protectora de las víctimas se trato de probar 
dicha condición, sin tener resultados positivos, toda vez que esta no dio un estudio 
debido y justo. 
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En repetidas ocasiones se probó que la señora Elizabetb Muñoz Duque es víctima de 
violaciones graves, las cuales fueron ocasionadas por grupos al margen de la ley, 
probando de igual forma que ella es titular del derecho de dominio del predio, toda vez 
que los que actualmente habitan en dicha propiedad no lograron aportar documentos 
legales que soportaran su real dominio, todo lo contrario, los funcionarios que llevaron 
la solicitud de la señora Elizabeth Muñoz denotaron la actuaciones fraudulentas en cada 
documento que presentaban, pero aun así esto no fue tenido en cuenta para el caso que 
nos interesa. 

Con lo anterior a favor de mi poderdante, la Unidad kdministrativa Especial de Gestión 
de RestituCión de Tierras Despojadas no le dio el debido estudio a lo aportado al 
proceso, aun cuando los supuestos propietarios del pedio no tienen como probar su 
legitimidad de propietarios, más cuando se probó que dentro de las Escrituras Públicas 
se acredita vicios de constreñimiento para tener el predio en cabeza de la SOCIEDAD 
AGRICOLA TIERRA PROMETIDA LTDA. 

Pero aun con lo dicho aquí y lo sustentado por la Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas, no se entiende el porqué le niegan la inscripción en 
el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente ami poderdante, toda vez 
que esta misma unidad acreditó que cumplía con los requisitos, veamos: 

"Yace probada a este punto la cuestión de temporalidad que por los elementos 
que le determinan, se entiende como de tracto sucesivo, pues el hecho generador 
tuvo ocurrencia en el año 1998, y seguidamente se materializa despojo jurídico 
con hechos de materializados en 2004 y 2010" 

Aunando a esto se tiene que la calidad dé víctima se determina a partir de la existencia 
del daño causado por los hechos ocurridos bajo lo manifestado en el artículo 3 y 75 de 
la Ley 1448 de 2011, Claramente a mi podérdante se le ocasionó un perjuicio 
irremediable, porque como se relato, de esta propiedad obtenía el sustento para su 
familia y que miembros de grupos delincuentes la hayan despojado de su vivienda para 
que su núcleo familiar se vea gravemente afectado, no solo económicamente sino en su 
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parte moral, al tener que refugiarse con sus hijos para no tener que seguir siendo 
víctima de la guerrilla. 

En perjuicio de lo aquí expuesto, se tiene que la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, no solo desconoce a mi poderdante como 
víctima, sin un sustento jurídico razonable, sino que también le niega la atención 
especial que como mujer se le garantiza, veamos: 

"ARTÍCULO 114. ATENCIÓN PREFERENCIAL PARA LAS MUJERES 
EN LOS TRÁMITES ADMINISTRATIVOS Y JUDICIALES DEL 
PROCESO DE RESTITUCIÓN. Las mujeres víctimas de despojo o  

abandono forzado, gozarán •de especial protección del Estado en los  

trámites administrativos. y judiciales relacionados en esta ley.  Para 
ello la Unidad Administrativa 'Especial de: Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas dispondrá de un programa especial para garantizar el acceso de las 
mujeres a los Procedimientos contemplados para la restitución, mediante 
ventanillas de atención preferencial; personal capacitado en temas de género; 
medidas para favorecer el acceso de las organizaciones o redes de mujeres a 
procesos de reparación, así como de áreas de atención a los niños, niñas y 
adolescentes y discapacitados que conformen su grupo familiar, entre otras  

medidas ue se consideren i ertinentes." (Subrayado y negrilla fuera de 
texto) 

Aun sabiendo la entidad que la señora Elizabeth era una mujer viuda, que no contaba 
con el apoyo económico de nadie y que la situación que la obligó a vivir la guerrilla 
desfavoreció la vida de sus hijos, aun con todo lo que la entidad aquí llamada descubrió 
en los documentos fraudulentos, esta no hizo nada, ni siquiera reconocer el estado de 
víctima de mi poderdante. 
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FRENTE AL IRRISORIO ESTUDIO QUE SE LE DA A LAS PRUEBAS 
APORTADAS 

Ahora bien, desde el inicio del trámite, mi poderdante fue muy diligente a realizar cada 
gestión que la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas le exigía para que se le diera estudio a su caso. Aun cuando sabía que el 
temor aun existe y le preocupa la seguridad de su vida y de sus hijos, pero que sabe que 
fue víctima del conflicto interno que el Estado Colombiano mantenía con los grupos al 
margen de la ley. 

De tal manera, que la señora Elizabeth Muñoz Duque, dio todo lo que probatoriamente 
tenía para que esta Unidad respondiera, con un debido proceso, pero contrario• a esto se 
denota que no se le está dando valor probatorio a cada documento aportado dentro de la 
solicitud en el registro de tierras, Teniendo en cuenta que el Debido Proceso siempre 
estará sujeto a la actividad probatoria que se desata dentro de su curso y son 
precisamente las pruebas aportadas al proéeso de solicitud de registro, las que 
enmarcan la violencia de que fue víctima, el despojo que sufrió y los medios 
fraudulentos que estas guerrillas y demás involucrados han utilizado para poder obtener 
los derechos de dominio del predio, derechos que claramente no les corresponde. 

Por tanto, habrá una decisión fuera de ,derecho si no se estima el valor de los criterios 
legales que orientan la actividad probatoria y sobre la necesidad de su aplicación por 
parte, en este caso, de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas, con el fin de garantizar los derechos de la señora Elizabeth Muñoz 
Duque y justificar de tal manera la necesidad que en esta investigación se debe tener con 
las pruebas, ya que mi poderdante no tiene porque seguir soportando el mal actuar del 
Estado, es decir que en estos momentos ella está siendo.  revictimizada, al poner cargar 
probatorias que no tiene porque soportar, mucho menos cuando una entidad del Estado 
no delibera con forme a derecho, es negligente en su investigación. 

A bien, la misma ley que cobija esta situación nos señala lo siguiente: 
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"ARTÍCULO 50. PRINCIPIO DE BUENA FE. El Estado presumirá la buena 
fe de las víctimas de que trata la presente ley. La víctima podrá acreditar el 

daño sufrido, por cualquier medio legalmente aceptado.  En 
consecuencia, bastará a la víctima probar de manera sumaria el daño sufrido 
ante la autoridad administrativa, para que esta proceda a relevarla de la carga 
de la prueba. 

(-) 
En los procesos judiciales de restitución de tierras, la carga de• la prueba se 
regulará por lo dispuesto en el artículo 78  de la presente Ley." 

En este sentido la señora Elizabeth Muñoz Duque aportó todas y cada una de las 
pruebas para demostrar su estado de víctima, la situación por la que está pasando su • 
pedio y aun cuando se demostró por parte de la Fiscalía que existe una Escritura Pública 
que fue firmada por otra persona queriendo suplantar a la señora Elizabeth Muñoz 
Duque, no se hizo nada con respecto a estas pruebas. 

De aquí radica el reproche hacia las decisiones que tomo la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas en las Resoluciones RV 02537 
de 29 de Noviembre de 2018 y Resolución RV oono6 de o6 de febrero de 2019, toda vez 
que mediante estas resoluciones se dan argumentos sin un debido sustento jurídico, tan 
es así que al no encontrar un soporte estable, lo único que señala la Unidad 
Administrativa de tierras, es el conflicto que para la época acontecía, cosa que de igual 
forma demuestra que en este territorio existió un conflicto armado muy reconocido. No 
solo entre grupos guerrilleros, sino también la actuación de bandas criminales y 
narcotraficantes, que para nadie es un secreto, todos estos grupos siempre han tenido 
nexos, como bien lo hacen exponen en los diferentes medios de comunicación. 

También de manera innecesaria y muy aportado del estudio que le correspondía trae en 
su sustento para negar la inscripción de la señora Elizabeth, todo lo concerniente a su 
matrimonio con el señor (QEPD) Santiago °campo Zuluaga, tema que no estaba en• 
discusión, pero que de haberlo estado, en sus argumentos sigue lanzando calificaciones 
presuntuosas, es decir, que al hablar del ya fallecido, solo relata hechos• que nunca sé le 
indilgaron al señor Santiago Ocampo, es decir nunca el Estado Colombiano, mucho 
menos el gobierno Norteamericano resolvió algún tipo de sentencia condenatoria en 
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contra del esposo de la señora Elizabeth, además que como bien se entrevé en el acta de 
defunción del señor Santiago Ocampo, falleció antes de lo ocurrido con el 
desplazamiento de la señora Elizabeth y de sus hijos, por lo que no es del caso, que el 
funcionario de la Entidad de tierras, trate de sustentar su decisión en hechos que jamás 
fueron debatidos en un estrado judicial. 

Ahora bien, como es que el funcionario de la entidad llamada, si tiene sustento en 
supuestos hechos delictuales del señor Santiago Ocampo Zuluaga, pero NO investiga las 
actuaciones contrarias a la Ley por las cuales se investigan a todas las personas que 
están implicadas en el desplazamiento de mi poderdante, y que claramente estas 
personas se encuentras vivas, no como el ya fallecido esposo de la señora Elizabeth 
Muñoz. Es absurdo que teniendo datos exactos sobre estas personas, la Unidad de 
Restitución de Tierras ni siquiera analice de fondo esta situación. 

Teniendo en cuenta que solo con la víctima probar de manera sumaria el dallo sufrido 
ante la autoridad administrativa, para que esta proceda a relevarla de la carga de la 
prueba, pues en este caso no aconteció lo dispuesto en el art. 5, todo lo contrario, la 
unidad de tierras, le exigió a mi poderdante una serie de documentos relacionados con 
el señor Santiago Ocampo, documentos que en ningún mi poderdante se negó a 
entregar, siempre estuvo muy dispuesta a ser diligente con lo solicitado. 

Es bastante preocupante que el funcionario que llevó el proceso de solicitud de la señora 
Elizabeth afirme que se omitió información, cuando en las entrevista realizada se 
contestó cada pregunta, en ninguna entrevista se entrevé que algún miembro de la 
familia se haya negado a contestar alguna pregunta, todo lo contrario siempre dados a 
esclareces la situación. 

Con lo anterior claramente la entidad no solo está revictimizando a la señora Elizabeth, 
sino que también la está juzgando por supuestos sucesos que no fueron investigados por 
Jueces de la República, hechos que ni siquiera estaban probados, corno bien lo 
demostraron los antecedentes judiciales. 
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Esta Unidad Administrativa en lugar de darle valor probatorio a las pruebas 
incorporadas a la solicitud, simplemente se estanca en temas ajenos a lo que aquí nos 
corresponde y deja a un lado los hechos violentos por los cuales mi poderdante y sus 
hijos salieron de su lugar de residencia en Potrerito, Jamundí, y más grave ni siquiera 
analiza de fondo a los implicados que es de• conocimiento público que fueron 
guerrilleros y otros que tuvieron nexos con estos. 

Entonces, es ilógico que se le dé valor a hechos que no conducen a la verdad, mucho 
menos a probar lo que aquí se pretende, es claro que el funcionario esta en todo su 
deber de rechazar material que sea ineficaz o impertinente, es decir, que el material que 
los finicionarios de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de 
Tierras Despojadas analizaron elementos que al día de hoy no se sabe en qué ayudo a la 
investigación, todo lo contrario establecen que una situación que sale del marco exigido 
por la Ley 1448 de 2011, contrariando lo dictado en la norma superior. 

"Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. (...) 
A un debido proceso público sin dilaciones injustificadas;  a presentar 
pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la • 
sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Es 
nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso." 

Constitucionalmente la Unidad Administrativa, justifica sus actos administrativos en un 
análisis temerario en contra esta familia y .aun así tiene la poca cordura de resaltar que 
su decisión nada tiene que ver con lo relacionado con el señor Santiago °campo, 
entreviéndose que la Resolución por medio de la cual niega la inscripción se asemeja 
más a un juicio en contra del señor Ocampo Zuluaga que una investigación de hechos 
por desplazamiento forzado.' 

Es absolutamente incongruente el sustento que realiza el doctor Juan Carlos Sandoval, 
funcionario adscrito a la Unidad de Restitución de Tierras, toda vez que se enfoca en 
una investigación fantasiosa en contra del ya fallecido Santiago Ocampo, pero no realiza 
ninguna investigación a los nombres de las personas que aparecen en los documentos 
fraudulentos, mucho menos a los que tienen el predio en la actualidad, situación que 
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genera muchas dudas con respecto a la importancia que se le dio á la solicitud de la 
señora Elizabeth Muñoz. 

En la fase probatoria se demostró que la señora Elizabeth Muñoz Duque fue objeto de 
desplazamiento forzado, así como también se acredito la calidad de propietaria inscrita 
del predio denominado "las palmas", con matricula inmobiliaria N° 370-282500 , el 
cual le daba el sustento a mi poderdante y sus hijos, además y lo más grave: del asunto • 
es que se probó que no solo el desplazamiento fue en 1098 sino que para el año 2004 
secuestraron a uno de los hijos cie la seííora Elizabeth con fines extorsivos, esto es 
buscando que mi podérdante firmara una serie de documentos y que para el ario 2010 se 
verifica que hay una falsificación en la firma y huella de mi poderdante y que esto tuvo 
lugar• en la notaria 4 del circulo de Palrnira, dictámenes periciales que fueron rendidos 
por el C.T.I. 

Aun con todo lo anterior, la unidad de restitución de tierras no valora en lo más míniino 
todas las pruebas, mucho menos dirige su mirada a los involucrados que tienen al día de 
hoy el predio, teniendo en cuenta que la situación de desplazada no ha dejado de ser, 
toda vez durante mucho tiempo vivió amenazada por grupos guerrilleros y al día de hoy 
sigue siendo anienazada por los que ocupan la propiedad. 

FRENTE A LA EXISTENCIA DE GRUPOS GUERRILLEROS DENTRO DEL 
MUNICIPIO DE jAMUNDI- VALLE DEL CAUCA 

Reprochándole una decisión más a esta entidad, no es posible que mencione con tanta 
fuerza que en el municipio de Jamundí no se reportaron para la época de los hechos 
conflictos por parte de grupos guerrilleros y en la resolución por medio de la cual 
resuelve un recurso de reposición se pronuncie de forma diferente, con esto se prueba 
que cada argumento ha sido contradictorio. 

Ahora bien, es de conocimiento público que Jamundí ha sido un municipio de grandes 
escenarios de guerrillas, paramilitares, bacrim, narcotráfico..  
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Es por lo anterior que no tiene cavidad lo siguiente: 

"puede *decirse que los heChos de venta y constitución de garantía real del predio 
"laS Palmas" no tienen relación con el conflicto armado, si en cuenta se tiene que 
dicho supuesto negocia jurídico, que en realidad encubre o traduce' un acto 
delictivo, como se indica en esté iiiisíno acto, tuvo lugar bajo condiciones dé „ 
modo, tiempo y lugar que no se enmarca en la situación de violencia propia del 
conflicto colombiano" • 

Tan notoria fue la negligencia de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de• 
Restitución de Tierras, que ni siquiera le da a la señora Elizabeth Muñoz la titularidad 
de Víctima, aun cuando es sabido por todos los Valle Caucanos que el municipio de • 
Jamundí fue un territorio plagado de miembros dé grupos guerrilleros, más aun siendo 
los arios 90 cuando había más violencia del conflicto entre guerrillas y el Estado 
Colombiano, pero aun así esta entidad asegura que no había• presencia de estos 
criminales, a saber es importarte en este punto dar a conocer• algunas noticias de la 
época especialmente en el municipio de Jamundí, veamos: 

"Las detonaciones ocasionaron daiío.s a los vidrios y originaron un incendio en 
el segundo piso, en donde flincionaban oficinas y locales. Las llamas 
consumieron los productos que estaban exhibidos, especialmente ropa, y 
alcanzaron el cielo falso. 

Los asaltantes ingresaron a la sucursal del Banco Popular y se llevaron dinero 
y un computador portátil, dijo Ana Cristina Carvajal, la gerente. 

Un guarda de seguridad dijo que no había manera de combatir la arremetida 
del grupo que se identificó como el frente José María Becerra del Elii." 1 

https.//www.e 

  

ch'i • iocume 	AM-8853Z 

 

' II  
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Para esta misma época de los hechos ocurrió en el municipio de Jamundí: 

"GUERRILLA' DESTRUYÓ LA ALCALDÍA DE JAIVIUNDÍ 

Dos policías muertos, un civil herido y 200 millones de pesos en pérdidas 
materiales fue el saldo que , dejó la incursión guerrillera al municipio de 
Jamundí, en el sur del Valle del Cauca." 2  

Lo anterior son un par de las muchas noticias que salieron en diferentes periódicos del 
país, donde se reporta la situación que vivía Jamundí y sus alrededores para los años 90, 
pero para los funcionarios que estudiaron la solicitud de la señora Elizabeth esto no fue 
tan relevante. 

Es por esto que se no se está de acuerdo con cada decisión tomada por parte de la 
Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, toda vez que esta 
entidad puso su investigación en argumentos que jurídicamente no tienen soporte y que 
según se visualiza tampoco se acoplan a la realidad, no puede tapar la realidad de 
Colombia sin antes ir a la historia de cada pueblo Colombiano. 

FRENTE A LA EXISTENCIA DE RELACIÓN DE CAUSALIDAD 

Toda vez que la Unidad Administrativa de Restitución de Tierras inicia con un análisis errado 
del presente asunto, es claro que sus conclusiones no será otra que negar lo pretendido, en este 
caso esta Unidad Administrativa señala que no existe elemento alguno que permita vincular los 
hechos ocurridos a la señora Elizabeth Muñoz con el conflicto armado. 

Lo anterior no tiene lógica alguna, teniendo en cuenta no solo los hechos vivenciados y que 
fueron narrados, sino también las pruebas que fueron aportadas dentro de la diligencia, 
prueban la grave situación por la cual paso la señora Elizabeth Muñoz, haciéndola victima de 
grupos al margen de la ley. 

2 https-//www.eltiempo com/archivo/documento iMA1/1:7n22O7 
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Ahora, no es deber de la señora Elizabeth Muñoz investigar quienes estaban vinculados con 
estos grupos pero aun así se le da un debido análisis para llegar a la conclusión de los nexos que 
existían entre las guerrillas y las personas que actualmente tienen el predio, donde como se dijo 

' desde un principio, quienes llegaron a la finca a sacar a esta familia fueron hombres fuertemente 
armados vestidos con insignias alusivas a grupo guerrillero. 

Es claro que la señora Elizabeth Muñoz enmarca los hechos que la rodearon como VICTEVIA, 
que dichas circunstancias la llevaron a salir de manera tempestiva de sus tierras, acto de 
DESPLAZAMIENTO, que de dichas acciones fueron promovidas por la guerrilla, siendo estos 
uno de los tantos grupos que tenían diferencias con el Estado Colombiano, es decir siendo parte 

del CONFLICTO ARMADO 

' Según lo dispuesto en la ley 1448 de 2011, las víctimas del conflicto armado que son 
propietarias de predios .y que de forma violenta fueron despojadas de estas, están en 
todo el derecho de solicitar la restitución, veamos: 

"ARTÍCULO 75. TITULARES DEL DERECHO A LA RESTITUCIÓN. Las 
personas qué fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de 
baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido 
despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como 
consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las violaciones de 
que trata el artículo 30 de la presente Ley, entre el lo de enero de 1991 y el 
término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y 
material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los 
términos establecidos en este capítulo." 

Así también es pertinente analizar lo siguiente: 

"ARTÍCULO 74. DESPOJO Y ABANDONO FORZADO DE TIERRAS.  

Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la 
situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de sil propiedad, 
posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto 
administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la 
situación de violencia. 
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Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o 
permanente ala que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, razón 
por la cual se ve impedida para ejercer la administración, explotación y 
contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento 
durante el periodo establecido en el artículo 75. 

La perturbación de la posesión o el abandono del bien inmueble, con motivo de 
la situación de violencia que obliga al desplazamiento forzado del poseedor 
durante el período establecido en el articulo 75, no interrumpirá el término de 
prescripción a su favor." 

Claramente existe un nexo causal que rodearon los hechos que dieron inicio a estas 
vulneraciones, el estado de víctima y el despojo de sufrió. 

En consecuencia de todo lo aquí sustentado, sería irresponsable no darle el tramité 
pertinente a• las pruebas aportadas a la solicitud de registro, toda vez que cada 
argumento presentado por el funcionario a quien le correspondió dicha solicitud esta 
totalmente fuera de la realidad. La Unidad Administrativa de Restitución de Tierras no 
puede pretender dar un análisis basado en supuestos actos cometidos por una persona 
ya fallecida, persona que no fue llamada a responder en vida por la justica, mucho 
menos lo hará en estas condiciones, tampoco es conforme a derecho que le atañe los 
supuesto actos a la familia del señor Ocampo Zuluaga. Es complemente absurdo que si 
sus argumentos se basaron en supuestos del pasado, también debió estudiar todas las 
actuaciones ilícitas cometidas por los responsables que al día de hoy poseen el bien, 
claramente se entrevé un desequilibrio en su análisis y en la toma de decisiones. 

25 
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(vi) FORMULA DE ARREGLO CONCILIATORIO 

De conformidad con los hechos antes descritos, el convocante solicita al despacho del señor 
Procurador que se cite y haga comparecer a la convocada: UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS, con el fin de llegar 
a una solución de mutuo acuerdo entre las partes respecto de: 

QUE SE REVOQUE los siguientes Actos administrativos contenidos en: 

1.1 La Resolución N° RV 02537 de 29 de noviembre de 2018, por medio de la cual se 
decide no inscribir una solicitud en el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas 
Forzosamente y un requerimiento de medida de protección preventiva del patrimonio 
en el Registro Unico de predio, suscrito por SANDRA PAOLA NIÑO NIÑO, quien es la 
Directora Territorial Valle del Cauca- Eje Cafetero de la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. 

1.2 La Resolución N° RV 00106 de 6 de febrero de 2019, por medio de la cual se decide 
sobre un recurso de reposición. 

QUE COMO CONSECUENCIA de la revocatoria de los actos arriba referidos, se 
proceda a INCLUIR A LA SEÑORA ELIZABETH MUÑOS DUQUE en el registro 
de tierras despojadas y abandonadas forzosamente. 

De conformidad con lo anterior, respetuosamente solicito llegar a un acuerdo 
conciliatorio acerca del Restablecimiento de Derecho y resarcimiento de perjuicios 
materiales y morales causados a mis poderdantes por la expedición de los mencionados 
actos administrativos, estimado en cuantía de MIL DOSCIENTOS OCHENTA Y 
OCHO MILLONES SETECIENTOS SIETE MIL PESOS ($1.288.707.000) 
teniendo en cuenta el avaluó catastral para el año 2016 del predio "las palmas" 
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.3 

4. Tratándose de bienes inmuebles el valor, será el del avalúo catastral del predio 
incrementado en un cincuenta por ciento (50%), salvo que quien lo aporte considere 
que no es idóneo para establecer su precio real. En este evento, con el avalúo catastral 
deberá presentarse un dictamen obtenido en la forma indicada en el numerall 

) JURAMENTO 

Bajo la gravedad del juramento, manifiesto que ni mi poderdante ni el suscrito hemos 
presentado, hasta la fecha, parecida solicitud ante otra autoridad, con identidad de 
violación, hechos y derechos reclamados a la de la referencia. (Literal i, Artículo 
2.2.4.3.1.1.6 del Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015) 

(xi) FUNDAMENTO NORMATIVO DE LA CONCILIACIÓN 

Artículos 2.2.4.3.1.1.1 y siguientes del Decreto 1069 del 26 de mayo de 2015 y demás 
normas concordantes y complementarias. 

xii) 	COPIA DE LA PETICIÓN DE CONCILIACIÓN PREVIAMENTE 
ENVIADA ALOS CONVOCADOS ,Y ALA AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO 
(Literal k del Artículo 2.2.4.3.1.1.6 del Decreto1069 del 26 de mayo de 2015) 

Dando cumplimiento a lo establecido en el literal K del Artículo 2.2.4.3.1.1.6 del Decreto 
1o69 del 26 de mayo de 2015, remito copia de la petición de conciliación preriamente 
enviada al convocado, en la que consta que ha sido efectivamente recibida por el mismo. 
(Literal K. del Artículo 2.2.4.3.1.1.6 del Decreto 1069 del 26 de mayo de 
2015) 
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(xiii) NOTIFICACIONES 

Mi poderdante y el suscrito, podemos ,ser notificados en la calle 19 Norte # 2N — 29, 
oficina 2201B, Edificio La Torre de Cali de la Ciudad de Cali. Y notifiCaciones 
electrónicas el E-Mail: notificaciones@hmasociados.com  .  

La convocada Unidad Adrriinistrativa Especial de Gestión dp Restitución de Tierras 
Despojadas puede ser notificada en Avenida Calle 26 No. 85 B - 09 Tercer Piso Bogotá, 
Colombia y notificaciones 	Judiciales: notificácionesjudiciales@restituciondetierras.gov.co   

(xiv) ANEXOS 

1. Documentos aportados con la solicitud de conciliación y relacionados en el 
acápite de pruebas. 
Poder debidamente conferido por la señora ELIZABETH MUÑOZ DUQUE 
Original y una copia de la conciliación con sus anexos. 
Copia de la petición de conciliación previamente enviada al convocado. 

Dél señor Procitrador Delegado ante lo Contencioso:. 

Atentamente, 

HE 	AN O MORALES PLAZA 
C.C. No. 16. • 62.130 de Cali-Valle 
T.P. No. 68.063 — Di del C.S.J. 	 LMSA 
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Señores 

PROCURADURÍA DELEGADA ANTE LA JURISDICCIÓN CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVA DE CALI (REPARTO) 
E. 	S. 	D. 

Referencia: Poder solicitud de conciliación prejudicial. 

, ELIZABETH MUÑOZ DUQUE, identificada' con cédula de ciudadanía No. 31.160.937 de 
Palmira,:otorgo poder especial, amplio y suficiente al doctor HERNANDO MORALES 
PLAZA, identificado con cédula 'de ciudadanía No. 16.662.130 de Cali, portador de la 
tarjeta profesional No. 68063-D1 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en mi 
nombre ,y representación solicite y convoque a AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN 
PREJUDICIAL ante el Procurador Delegado ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativo de Cali 'a la NACIÓN- MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO 
RURAL-UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION DE RESTITUCION DE 
TIERRAS DESPOJADA, representada legalmente por Andrés Augusto Castro Forerb o 
quien haga sus veces, con el fin de llegar a un acuerdo frenté a la revocatoria de las 

resoluciones No. RV 02537 del 29 de noviembre de 2018 y RV 00106 del 6 de febrero de 

2018 y reconocimiento de 'los daños ocasionados con la expedición de los actos 

administrativos, como requisito de procedibilidad del . Medio de Control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho. 

Mi apoderado cuenta con las facultades de ley inherentes para ejercer el m ndato 
conferido y las especiales de notificarse, conciliar, transigir, sustituir, recibir, d istir, 

renunciar, reasumir y cualquiera otra necesaria para la efectiva protección de 	is 
derechos. 	 — u 	 /7\'‘, 

. Atentamente, 

HERNANDO ORALES PLAZA 
C.C. No. 16.6 .130 de Cali 

T.P. No. 6806 -D1 del C.S.J. 

Lc 
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DOCTOR. 
CARLOS EDUARDO ARIAS CORREA 
JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI 
E.S.D. 
 
ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO APELACIÓN. 
RADICACION: 003-2017-00317-01 (2426) 
PROCESO: VERBAL NULIDAD  
DEMANDANTE: ELIZABETH DUQUE MUÑOZ 
DEMANDADO: SOCIEDAD AGRÍCOLA TIERRA PROMETIDA LTDA. 
 
ALONSO LUCIO ESCOBAR, identificado con la cédula de ciudadanía No. 
2.934.808 de Bogotá, portador de la tarjeta profesional No. 37650 C.S.J. actuando 
en calidad de representante legal de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA, 
identificada con NIT: 900143343-1, por medio del presente escrito me dirijo a su 
digno cargo para presentar recurso de reposición y en subsidio apelación contra el 
auto de fecha 23 de abril de 2021, adicionado por el auto de fecha 27 de mayo de 
2021numeral Primero, en consideración de lo siguiente: 
 

HECHOS 

1. El auto de fecha 23 de abril de 20201, fue objeto de solictud de adición teniendo 
en cuenta que en la parte considerativa de la providencia, el Despacho Judicial hace 
referencia: 

“El apoderado judicial de la demandada SOCIEDAD AGRÍCOLA TIERRA 
PROMETIDA LTDA ha solicitado i) “se compulse copias por el presunto 
fraude procesal de la parte demandante, petición que fundo en el numeral 
24 del artículo 34 de la ley 734 de 2002” al hacer incurrir en error al 
despacho para asumir la competencia al haber informado que el proceso 
en la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN Y 
RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS había cesado, ocultando que 
había adelantado ante la Procuraduría Judicial el trámite de Conciliación 
Extrajudicial que resultó favorable y fue aprobada por el Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca.” 
 
Con respecto a la primera de las solicitudes enunciadas, debe decirse que  
las partes cuentan con la potestad de formular las quejas o denuncias que 
estimen pertinentes ante los entes competentes, respecto de las cuales 
asumen la responsabilidad por tales actos de acceso a la justicia.” 
 

2. En la providencia de fecha 23 de abril de 2021, el Juzgado se pronunció en 
sobre la solicitud del incidente de poderes correccionales del Juez, sin embargo, 
en la parte resolutiva omite la decisión del trámite incidental. 



 
3. En auto de fecha 27 de mayo de 2021, el Juzgado se pronuncia respecto a la 
adición y en la parte considerativa señala otro aspecto que no fue objeto de 
motivación del auto de 23 de abril de 2021, cuando precisó: “ (…). Adicional, se 
indica que los poderes correccionales dan lugar a incidente cuando el 
despacho decide ejercerlos, no cuando las partes lo solicitan (art. 44 ib. Arts. 
58 a 60 A L. 270/96) (…)” (negrillas y subrayado fuera de texto) 
 
4.  El numeral primero de la mencionada providencia, dispone: “ADICIONAR el 
auto fechado 23 de abril de 2021, para negar la compulsa de copias pedida.” 
 
5. El citado auto si bien adiciona la solicitud de parte, lo cierto es que, en la 
considerativa dispone otro aspecto no señalados en el auto de fecha 23 de abril 
de 2021, en ese momento el juzgado señaló “que  las partes cuentan con la 
potestad de formular las quejas o denuncias que             estimen pertinentes ante los entes 
competentes, respecto de las cuales asumen la responsabilidad por tales actos de 
acceso a la justicia” y en el auto de 27 mayo de 2021 complementa la considerativa 
destacando: “Adicional, se indica que los poderes correccionales dan lugar a 
incidente cuando el despacho decide ejercerlos, no cuando las partes lo 
solicitan (art. 44 ib. Arts. 58 a 60 A L. 270/96). 
 
6. Que teniendo en cuenta que el proceso civil es de carácter dispositivo 
“donde hay un dominio exclusivo un señorío de la voluntad de las partes, 
quienes fijan el objeto litigioso, aportan el material de conocimiento y tienen 
el poder de impedir que el juez exceda los limites fijados en la controversia, 
por voluntad de las partes y no al juez. El proceso tiene que iniciarse siempre 
a petición de parte y el impulso corresponde a ellas1 (…)” 

Sobre el principio dispositivo de predominio el proceso civil la Corte Suprema de 
Justicia Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalve, en providencia del 5 de 
octubre  de 2020, SC3724-2020, radicación No. 11001-31-03-040-2008-00760-
01, destacó: 

 (…) 

“En los procesos civiles, amén de la naturaleza de los asuntos objeto de 
litigio, que por regla general son patrimoniales y de libre disposición, 
predomina el principio dispositivo, según el cual, las partes tienen la 
iniciativa de la acción, el impulso del proceso, la disposición del derecho 

                                                
1 Beatriz Quintero, Eugenio Prieto, Teoria General del Proceso, editorla Temis pagína 122. 



material, la fijación de los límites de la decisión, la formulación de los 
recursos e, incluso, los efectos de la cosa juzgada2.  
 
Reliévese, en particular, la potestad de las partes para acotar las materias 
sobre las cuales versará el debate probatorio y la decisión judicial, sin que 
sea posible que el juzgador desatienda el thema decidendum -tema sobre 
lo que el juez decidirá- o la causa petendi -causa de la petición-, so pena 
de exceder el ámbito de sus competencias.”  

La Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil. Magistrado Aroldo Wilson 
Quiroz Monsalvo, en providencia AC340-2021, Radicación n.° 11001-31-03-020-
2016-00416-01, de fecha 15 de febrero de 2021, destacó: 

        (…) 

[e]l principio dispositivo que inspira el proceso civil, conduce a que la 
petición de justicia que realizan las partes delimite la tarea del juez y a que 
éste, por consiguiente, al dictar sentencia, deba circunscribir su 
pronunciamiento a lo reclamado por ellas y a los fundamentos de hecho 
que hubieren delineado, salvo el caso de las excepciones que la ley permite 
reconocer de oficio, cuando aparecen acreditadas en el proceso (…) Sobre 
el particular, la Sala ha sido insistente en que ‘(…) son las partes quienes 
están en posesión de los elementos de juicio necesarios para estimar la 
dimensión del agravio que padecen, con el fin de que sobre esa premisa 
restringente intervenga el órgano jurisdiccional, a quien le está vedado por 
tanto, sustituir a la víctima en la definición de los contornos a los que ha de 
circunscribirse el reclamo y por tanto ceñirse la sentencia, salvo que la ley 
expresamente abra un espacio a la oficiosidad (…) Al fin y al cabo, la tarea 
judicial es reglada y, por contera, limitada, no sólo por obra de la ley, 
sino también con arreglo al pedimento de las partes’  

7. Que el proceso de nulidad absoluta de contrato adelantado en la Jurisdicción 
Civil por la señora Elizabeth Muñoz Duque es de naturaleza dispositiva y es de 
iniciativa de las partes la acción, el impulso del proceso, la disposición del derecho 
material, la fijación de los límites de la decisión, la formulación de los recursos una 
actividad reglada donde existen unos deberes y obligaciones como respetar los 
derechos ajenos y no abusar de los propios; colaborar con el buen funcionamiento 
de la administración de justicia (Numerales 1 y 7 del artículo 95 CP), donde 
garantiza a toda persona para acceder a la administración de justicia (Art. 229 
ibídem) y los jueces en su providencias, sólo están sometidos al imperio de la Ley. 
(Art. 230 ídem). 

                                                

2 Eduardo J. Couture, Fundamentos del Derecho Procesal Civil, Depalma, Buenos Aires, 
1958, p. 188 y 189. 



8. Que los principios del Código General del Proceso, dispone la igualdad de las 
partes (Art. 4 CGP), la iniciación e impulso de los procesos sólo podrán iniciarse a 
petición de parte, salvo que la Ley autoriza promover de oficio (Art. 8 ídem) la 
interpretaciones de las normas procesales y las dudas que surjan deberán 
aclararse mediante la aplicación de los principios constitucionales y generales del 
derecho procesal (art. 11 ídem). 

9. Que el artículo 79 del CGP, establece que se presume que ha existido temeridad 
o mala fe cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad (numeral 
1 ídem), que los deberes del deberes del juez son regladas y deben garantizar la 
efectiva igualdad de las partes usando los poderes que este código le otorga 
(numeral 2 del art. 42 CGP), para prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los 
medios que este código consagra, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, 
lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el proceso, lo mismo que 
toda tentativa de fraude procesal. (numeral 3 del art. 42 ídem). 

10. Ante la actividad jurisdiccional reglada por la Constitución en los artículos 6, 95, 
229 y 230 y en la Ley 270 de 1996, Ley 1564 de 2012, que regulan el proceso civil 
de predominio dispositivo y que la actividad jurisdiccional es reglada, limitada no 
sólo a la ley sino también con arreglo al pedimento de las partes, en mi calidad de 
apoderado judicial de la Sociedad Agrícola Tierra Prometida Ltda. Tengo el deber 
de poner en conocimientos al Despacho Judicial los actos realizados por la parte 
demandante que afectan la dignidad de la justicia, probidad y buena fe. 

11. Que está probado que la señora Muñoz Duque, inició el trámite de conciliación 
extrajudicial en la PROCURADURÍA 165 JUDICIAL II PARA ASUNTOS 
ADMINISTRATIVOS DE CALI, PARA QUE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS REVOCARA LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS CONTENIDOS EN LA RESOLUCIÓN No. RV02537 
DE FECHA 29 DE NOVIEMBRE DE 2018 Y LA RESOLUCIÓN No. RV 00106 DE 
FEBRERO DE 2019. 

12. Que la audiencia de conciliación extrajudicial se celebró el día 14 de agosto 
de 2019, la señora ELIZABETH MUÑOZ DUQUE y LA UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN Y RESTITUCIÓN DE TIERRAS 
DESPOJADAS, llegaron a un acuerdo conciliatorio de la revocatoria parcial de 
los actos administrativos de la no inscripción y a su vez, retrotraer el proceso 
a la etapa de inicio formal, requisito de procedibilidad al que no fue citado la 
Sociedad Agrícola Tierra Prometida LTDA.  



13. Que, la señora Duque Muñoz, ocultó el acuerdo conciliatorio al Juzgado Tercero 
Civil del Circuito de Cali, el día 25 de septiembre de 2019, fecha que se realizó la 
audiencia inicial y de juzgamiento, como se puede identificar de los apartes de la 
audiencia: 

“Juez: Esto evidencia que hay un trámite en curso de la Unidad de 
Tierras y requiero entonces al señor apoderado de la demandante para 
que se presente y me diga cual es el estado de ese tramite y si ese tramite 
tiene que ver directamente con predio objeto de discusión, señor 
apoderado por favor3. 

Apoderado parte demandante: Buenos días para el señor juez y demás 
personas comparecientes, mi nombre es Diego Fernando Gutiérrez 
Patiño, cédula 16.707.110, tarjeta profesional 98.893 Consejo Superior 
de la Judicatura, EL TRAMITE DE TIERRAS FINALIZÓ, ESTA 
ARCHIVADO TIENE QUE VER CON EL PREDIO MATERIA DEL 
LITIGIO y el proceso en materia penal se suspendió el poder 
dispositivo del mismo4.  

Juez: Si evidentemente la suspensión del poder dispositivo también 
consta en la anotación No. 24, pero este tramite de tierras a que estado 
llegó le pregunto señor apoderado? Era concretamente sobre este predio 
en discusión me acaba de decir5. 

Apoderado parte demandante: Correcto señor Juez6. 

Juez: Llegó a conocimiento del Juez de Restitución de Tierras o este 
tramite cesó en la Unidad de Restitución de Tierras7? 

Apoderado parte demandante: Cesó en la Unidad de la Restitución 
de Tierras8.  

Juez: y Esto es importante los apoderados deben saberlo con la 
competencia omnicomprensiva que tienen los Jueces Civiles de 
Restitución de Tierras, respecto de todos los asuntos que involucren la 
discusión de derechos sobre un bien, como es el caso aquí que se 
discute la nulidad de la compraventa y del consecuentemente las 

                                                
3 Minuto 07:33 a 753 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
4 Minuto 07:55 a 08:30 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
5 Minuto 08:31 a 08:46 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
6 Minuto 08:47 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
7 Minuto 08:53 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
8 Minuto 08:56 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 



anotaciones posteriores respecto del predio con la matricula No. 370-
2825509. 

(…) 

Juez: Pues esto es una manifestación que el Juzgado tiene en 
cuenta, además, deben saber los abogados que tienen la facultad 
de confesar así no este conferida en el poder, de modo tal que esta 
entendido entonces que este proceso cesó y eso quiere decir nada 
más y nada menos que la competencia plena la tiene este despacho 
judicial para decidir lo que es materia de litigio sobre lo cual ya nos 
ocuparemos entonces10.  

14. Que la manifestación del abogado de la parte demandante y el silencio de la 
señora Muñoz Duque ocultando el acuerdo conciliatorio realizado el día 14 de 
agosto de 2019, configuró un engaño a la justicia por ERROR INDUCIDO11 por 
medio del cual EL JUEZ TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE CALI tomó 
competencia para proferir la Sentencia No. 036 del 25 de septiembre de 2019, y 
que posteriormente fue nulitada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 
que en segunda instancia decreto la prueba para conocer el estado real del proceso 
de restitución de tierras. 

15. Que el engaño a la justicia por parte de la señora Muñoz Duque y de su 
apoderado judicial al ocultar el acuerdo conciliatorio celebrado con la Unidad 
Especial de Restitución de Tierras Despojadas, es un hecho conocido por mi 
representada judicial al consultar la página de la Rama judicial proceso radicado No. 
2019-00720 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, que en providencia No. 
105 de fecha 4 de octubre de 2019, resuelve: 

“PRIMERO: APROBAR el acuerdo conciliatorio presentado por 
Elizabeth Muñoz Duque y la Unidad Especial de Gestión de Restitución 
de Tierras Despojadas- UAEGRTD ante la Procuraduría 165 Judicial II 
para Asuntos Administrativos de Cali (V) según Acta del 14 de agosto de 
2019, mediante el cual se acordó conciliar revocando la decisión de no 

                                                
9 Minuto 08:57 a 09:23 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
10 Minuto 10:15 a 10:38 de la audiencia de fecha 25 de septiembre de 2019. 
11 Este se configura cuando el juez, a través de engaños, es llevado a tomar una decisión arbitraria 
que afecta los derechos fundamentales. En estos casos, se presenta una violación al debido proceso, 
no atribuible al funcionario judicial, en la medida que no lo puede apreciar, como consecuencia de la 
actuación inconstitucional de otros actores. 
Para comprobar la existencia de un error inducido, se deben cumplir dos requisitos, establecidos por 
la jurisprudencia constitucional, a saber: a) que la decisión judicial se base en la apreciación de 
hechos o situaciones jurídicas, en cuya determinación los órganos competentes hayan violado 
derechos fundamentales y; b) que tenga como consecuencia un perjuicio iusfundamental. 
 



inscripción y retrotraer el proceso a la etapa de inicio formal para que se 
valore la totalidad de las pruebas aportadas, así como las de oficio que 
se deben practicar, verificando lo anterior la entidad tomará la decisión 
que corresponda producto del análisis y consideración de las pruebas 
debidamente practicadas acerca de la solicitud presentada, de 
conformidad con lo analizado en la parte considerativa de este Auto.” 

16. La actuación del apoderado y de la señora Duque Muñoz, es un acto contrario 
a los deberes y obligaciones del buen funcionamiento de la administración de 
justicia, cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad artículo 60 
A Ley 270 de 1996, infracción de los deberes de las partes y sus apoderados artículo 
78 numeral 1 y un posible fraude procesal. 

17. Que es una obligación del juez en cumplir  la Constitución y la Ley, al respecto 
el Consejo de Estado Sección Primera en providencia del 12 de noviembre de 2020, 
radicación número: 11001-03-15-000-2020-03930-00 (AC), accionante INPEC. 
Demandado Juzgado Segundo Administrativo de Popayán y otro, recordó la 
obligación de las autoridades  de poner en conocimiento de los entes competentes 
las conductas que infrinjan el ordenamiento jurídico, destacando: 

“En virtud de lo anterior, y en atención a las obligaciones que le asisten a 
las autoridades judiciales de poner en conocimiento de los entes 
competentes las conductas que infrinjan el ordenamiento jurídico, con el 
propósito de que se adelanten las investigaciones a que haya lugar, la Sala 
ordenará compulsar copias de la presente actuación con destino a la 
Fiscalía General de la Nación y al Consejo Superior de la Judicatura, Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria, para que investiguen lo pertinente frente a la 
actuación del señor FRANCINEL RAMÍREZ USURRIAGA y  la conducta 
de las abogadas CLAUDIA PATRICIA CHAVES MARTÍNEZ  y LUZ ALINA 
CERÓN MEDINA, y así se dispondrá en la parte resolutiva de esta 
providencia.” 
 

19. Con fundamento en todo lo expuesto, es un deber del juez  prevenir, remediar, 
sancionar o denuenciar por los medios los actos contrarios a la dignidad de la 
justicia, lealtad, probidad, buena fe y obligación de las autoridades judiciales poner 
en conocimiento a los entes competentes cuando las aprtes infrinjan el 
ordenamiento jurídico, por lo anterior, solicito al despacho judicial reponer para 
revocar la parte considerativa del auto de fecha 23 de abril de 2021, adicionado 
mediante auto del fecha 27 de mayo de 2021, que niega la solicitud de compulsa de 
copias y que señala que es un acto discrecional del juez ocaundo el despacho 
decida ejercerlos, observando que la Ley 270 de 1996, lo establce como deber 
artículo 153 ídem, hacer cumplir la Constitución, las Leyes y los reglamentos 
(numeral 1 del artículo 153 Ley 270 de 1996),  la obligación de denunciar 



cualquier hecho delictuoso. (numeral 6 artículo 153 ídem),  Ley 734 de 2002, 
artículo 24 numeral 24. Denunciar los delitos, contravenciones y faltas 
disciplinarias de los cuales tuviere conocimiento y el inciso 2º del artículo 67 CPP. 
“El servidor público que conozca de la comisión de un delito que deba 
investigarse de oficio, iniciará sin tardanza la investigación si tuviere 
competencia para ello; en caso contrario, pondrá inmediatamente el hecho en 
conocimiento ante la autoridad competente.” Las anteriores normas no dejan a 
la discrecionalidad del juzgador, son obligaciones. 
 

PETICIÓN 
 
1. Presento respetuosamente a su Honorable Despacho recurso de reposición y en 
subsidio apelación contra la decisión que deniega un trámite incidental de poderes 
correccionales del juez y deniega la compulsa de copias contenidas en el auto de 
fecha 23 de abril de 2021 y en el auto de fecha 27 de mayo de 2021. 
 
2. Solicito respetuosamente al despacho brinde a mi representada las garantías 
debidas en el proceso y que las actuaciones que se adelantan se rijan conforme lo 
dispone la constitución y la ley, sin la aplicación de actos discrecionales cuando la 
Ley establece unos deberes (numeral 1 del artículo 153 Ley 270 de 1996 y la 
obligación de denunciar cualquier hecho delictuoso. (numeral 6 artículo 153 ídem) 
y Ley 734 de 2002, artículo 24 numeral 24. Denunciar los delitos, contravenciones 
y faltas disciplinarias de los cuales tuviere conocimiento y el inciso 2º del artículo 
67 CPP. “El servidor público que conozca de la comisión de un delito que deba 
investigarse de oficio, iniciará sin tardanza la investigación si tuviere competencia 
para ello; en caso contrario, pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento ante 
la autoridad competente.” 
 

NOTIFICACIONES 
 
Las notificaciones las recibiré en la Calle 92 No. 10-40 oficina 202 de Bogotá D.C., 
correo electrónico: carlosalonsolucio@yahoo.es 
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